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Antecedentes
A) Históricos

El tema de las obligaciones es tratado desde la época del imperio romano, cuando se habla del derecho del crédito. La “Instituto de Justiniano“ define la obligación como. “Es un lazo de derecho que nos sujeta a la necesidad de pagar algunas cosas conforme al derecho de nuestra ciudad”.

Tan pronto se habla de “pagar” necesariamente hay una persona que paga (deudor) y otra que recibe el pago (acreedor) entre los cuales se ha efectuado algún tipo de acuerdo que genera derechos y deberes a ambas partes.

En el Derecho Romano se contemplan diferentes tipos de contratos tales como: estipulaciones, de la dictio dotis (el cual creaba derechos al hombre al volver obligatorio la promesa hecha al marido de constituir una dote). El mutuum o préstamo de consumo, el comodato o préstamo de uso, el depósito y el pignus o contrato de prensa.

En cada uno de los tipos de contratos mencionados se establecían reglas claras según la naturaleza del mismo en las cuales se especifican los derechos y los deberes de los contratantes.

La teoría del las obligaciones es la que los romanos han llevado al más alto grado de perfección “Las jurisconsultos romanas se sirven exclusivamente de las palabras obligativo en un sentido muy amplio para designar el crédito, lo mismo que la deuda.

B) Bibliográficos

- Romero Buten, Carlos P. Tratado Elemental del Derecho Civil. Edición jurídica. Trajano Potentini, Rep. Dom. 2001

En este texto se trata entre otras cosas las obligaciones y sus clasificaciones de la misma manera trata las garantías y los derechos que sobre esta adquiere el deudor y el acreedor.

· Brenes Cordoba, Alberto. Tratado de Obligaciones. 7ma Edición. San José, Costa Rica. Editorial Juricentro 1998.

En este libro se enfoca de manera detallada los efectos de las obligaciones y de manera específica en los capítulos VIII y IX la responsabilidad del deudor y el ejercicio de los derechos del deudor.

· Soto Castillo, Nelson L., Código Civil de la Rep. Dom. Y Compendio de legislación complementaria. Decimotercera Edición. Santo Domingo, Rep Dom. 2003.

En los artículos 1168 y siguientes el Código Civil, las diversas especies de obligaciones, así como los efectos que estos producen sobre el deudor y el acreedor.

· Ley 483 Sobre Venta Condicional de Muebles de fecha 9 de noviembre de 1964, G. O. 8904, Santo Domingo, D. N. Rep. Dom. 1998.

Esta ley en el párrafo V del artículo 3 se refiere de manera específica al derecho del comprador sobre el objeto.

C) Antecedentes de Investigación

Para identificar los antecedentes de investigación se visitaron varias universidades en las cuales se encontraron algunos trabajos que de alguna manera se refieren a nuestro tema de investigación, los cuales se detallan a continuación:

1- Magalis M. Medina; en la monografía la situación del deudor en el contrato de préstamo del año 1994, universidad O&M; trata fundamentar sobre los diferentes tipos de prestamos, dedicando los dos capítulos finales a la situación del deudor y el acreedor en prestamos prendarios con y sin apoderamiento.

2- Greisy Margarita Jiménez Lluberes, en la monografía “Las garantías y el contrato de prenda” del año 2007 en la Universidad UTESA. En esta investigación se tratan las obligaciones del acreedor con respecto a la prenda recibida en garantía y los derechos que adquiere sobre esta.

3- Pedro José Mendoza Pérez; “garantías el contrato de prenda, venta de las Cosas”, prendaría por cumplimiento de la obligación” del año 2003. UTESA; este trabajo se refiere a las sanciones aplicadas tanto al acreedor como al deudor por el cumplimiento al contrato del prendor, en el cual el afectado hace valor sus derechos sobre la otra parte.

4- Felido Hernández, Miguel Alvino, Jacqueline Mateo y Eladio Lora; “Las Obligaciones” del año 1999 Universidad O&M; este trabajo trata las obligaciones abarcando los diferentes tipos de contratos que son las fuentes de donde se derivan los derechos y deberes de los acreedores y deudores.

Según los Autores Caridad Zorrilla, Juan Francisco, Zapata y Martha Espiritusanto.

En la monografía “Efectos jurídicos de las obligaciones del año 2007, en la Universidad del Caribe. Se concluyo que la Venta Condicional con relación a la venta condicional de inmueble es impositiva con respecto al deudor, ya que este no se considera propietario de la cosa hasta tanto no haya pagado la totalidad del precio convenido.

En lo concerniente a la venta condicional de inmueble, el deudor siempre estará subordinado a las condiciones del acreedor y este bajo cualquier circunstancia podrá sin temor alguno adjudicarse el inmueble siempre que el comprador no cumpla con las condiciones señaladas en dicho contrato.

Nombres: Br. Adolfina Mercedes Pérez Checo

Titulo: La Responsabilidad Civil del Deudor de la Entrega de la cosa.

Año: 1985

Universidad: Universidad Central del Este (UCE)

Aporte:

Concerniente al tema de investigación “Los Derechos del Deudor y el Acreedor” la monografía presente sobre la responsabilidad civil del deudor de la entrega de la cosa, nos aporta datos importantes sobre las responsabilidades civiles existentes del deudor, conceptos claves y procesos sobre estos y nos muestra lo que es la teoría clásica de las obligaciones civiles del deudor.

Nombres: Eugenio Mariano y Juan Isidro Noble

Titulo: La teoría de las Obligaciones

Año: 1985

Universidad: Universidad Central del Este (UCE)

Aporte:

Conceptos, definiciones e ideas sobre las figuras de carácter jurídico “Deudor y Acreedor” y a la vez las obligaciones generales, tanto del deudor como del acreedor.

Justificación
Cuando una persona contrae obligaciones automáticamente se compromete a cumplir una serie de exigencias contempladas en el contrato que origina obligaciones; por lo que es importante que toda persona física conozca al alcance de las obligaciones que contrae de manera que pueda reconocer sus derechos ante las mismas como futuro profesional, es imprescindible conocer todo lo relativo a los que son el Acreedor y el Deudor, los cuales son figuras jurídicas de gran relevancia, que juegan un papel importantísimo en lo que es la vida de un togado.

Los derechos y deberes del deudor y el acreedor son de suma importancia para los abogados, ya que estos son los encargados de probar en justicia de que lado está la razón cuando son vulnerados los derechos de una de las partes.

Es importante que los especialistas en la materia conozcan los derechos y deberes del deudor y el acreedor, ya que es parte de responsabilidad elaborar y adecuar en el tiempo las leyes que reglamentan los distintos tipos de obligaciones.

Se puede afirmar que el tema tratado es importante para el colegio de Abogados, ya que este es el organismo que aglutina a los conocedores de las leyes y responsabilidades de su correcta aplicación.

El tema de los derechos del acreedor y el deudor, es relevante para el beneficiario, porque esto le permite exigir sus derechos de manera segura y precisa. Además el tema es importante para los afectados porque les permite comprender los fundamentos legales con la debida precaución en futuras decisiones. El tema de los derechos del acreedor y el deudor, es relevante para cualquier miembro de la sociedad, ya que le permite respetar los derechos de los demás y cumplir sus deberes y en consecuencia mantener la armonía social en el medio donde se desenvuelve.

Descripción y sistematización del problema
Los seres humanos por su naturaleza tienen que vivir en sociedad, por tanto, viven en constante relación con los que le rodean y establecer vínculos con ellos que los llevan a contraer obligaciones.

Las obligaciones contraídas a través de un contrato no siempre son respetados por las partes, por lo que la parte afectada exige en justicia el cumplimiento de las mismas, sea resolviendo el contrato o tomando medidas de carácter coercitivo.

El acreedor puede hacer valer sus derechos exigiendo la ejecución de la garantía cuando la existencia de la misma este en peligro.

Al contraer una deuda con garantía prendaría, el acreedor esta en la obligación de velar por su conservación y por tanto, responder por ella ante cualquier situación.

El acreedor no puede hacer uso indebido de la prenda que recibe como garantía de un deudor.

Dentro de las razones que originan la exigencia de los derechos del acreedor, está la falta de pago, el cual ha causado entre otras cosas; por la falta de ingresos, pérdidas de la cosa debida y el desinterés del deudor y en consecuencia el problema genera extensión del plazo, aplicación de acción pauliana o cobro compulsivo.

La pérdida de la cosa debida genera conflictos, este le permite al acreedor exigir el pago de la deuda por los medios que le facultan las leyes sobre la materia.

SISTEMATIZACIÓN

1- La Celebración de un contrato ¿obliga a las partes o solo a una de ellas?

2- ¿Existen mecanismos legales que permiten exigir el cumplimiento de una obligación?

3- ¿Esta el acreedor en el derecho de solicitar la ejecución de la garantía como consecuencia del incumplimiento de una obligación?

4- ¿La ley otorga derechos al deudor que le permitan exigirle al acreedor la conservación de la prenda puesta en garantía?

5- ¿Existen mecanismos que le permiten al deudor ejercer sus derechos ante el acreedor cuando este ha hecho mal uso de la prenda en sus manos como garantía?

6- ¿Existen mecanismos que le permiten al acreedor hacer valor sus derechos cuando se produce falta de pago por cualquier razón?

7- ¿A través de cuales acciones el acreedor hace valor sus derechos cuando se pierde la cosa debida?

Metodología
La investigación tiene como punto de partida la existencia de una situación problemática que requiere una solución o explicación.

La investigación será de carácter descriptivo y documental; en la que se implementan el análisis de documentos y fuentes bibliograficas en el ámbito nacional e internacional.

Las técnicas a utilizar durante la investigación serán de análisis y síntesis mediante la recuperación y elaboración de resúmenes sobre el tema tratado, encaminados a dar respuesta a los objetivos propuestos.

Se utilizaran diversas fuentes bibliograficas, ya sean textos, revistas, enciclopedias, diccionarios jurídicos, leyes que permitan dar una explicación completa del tema tratado.

OBJETIVOS

Objetivo General:

Analizar derechos del deudor y acreedor según la legislación actual dominicana.

Objetivos Específicos:

a) Describir  la evolución histórica de las obligaciones.

b) Identificar las fuentes de las obligaciones según los derechos otorgados a las partes

c) Clasificar las Obligaciones según el Derecho Civil Dominicano.

d) Describir los derechos del deudor según el tipo de obligacion

e) Describir los derechos del acreedor en cualquier clase de obligación.

                                  Esquema Tentativo

Capitulo I: Evolución histórica de las obligaciones

1-1 Las obligaciones en el Derecho Romano

1-2 Las obligaciones en el Código Napoleónico

1-3 Las obligaciones en el Derecho Anglosajón

1-4 Las obligaciones en el República Dominicana

Capitulo II: Fuentes de las Obligaciones

2.1 Los Contratos

2.2 Clasificación de los contratos

2.3 Contratos principales y accesorios 

2.4 Causas que omitan los contratos 

Capitulo III: Clasificación de las obligaciones 

3.1 Clasificación según el origen (Contractuales y Extracontractuales)

3.2 Según su eficacia (civil y natural)

3.3 Según el sujeto (simples, conjuntos, solidarias, individuales)

3.4 Según el efecto

Capitulo IV: Deber de cumplimiento y responsabilidad del Deudor

4.1 La fuerza obligatorio del vínculo

4.2 Responsabilidad del deudor a sus obligaciones 

4.3 Responsabilidad patrimonial del deudor

4.4 Carácter y extensión de las garantías

Capitulo V: Derechos del Acreedor

5.1 Medidas conservatorias

5.2 Acción oblicua

5.3 La acción pauliana

5.4 El Cumplimiento forzado

Introducción
Cuando una persona contrae obligaciones, la misma fuente que la origina establece una serie de reglamentaciones que deben cumplir las partes, así como los derechos de cada una para actuar sobre la obra si fuese necesario. 

El presente trabajo trata sobre el análisis de los derechos del deudor y el acreedor en la legislación actual dominicana y tiene como propósito general analizar los derechos del deudor y el acreedor a la luz de nuestra legislación vigente; para lo cual es necesario: describir la evolución histórica de las obligaciones, identificar las fuentes que la originan, así como describir los derechos tanto del deudor como del acreedor.

Este trabajo es una investigación de carácter descriptivo y documental; en el que se implementan análisis de documentos y fuentes bibliográficas en el ámbito nacional e internacional, utilizando como técnicas de investigación el análisis y síntesis, mediante la recuperación y elaboración de resúmenes sobre el tema tratado encaminados a dar respuesta a los objetivos propuestos; así como fuentes bibliográficas, tales como textos, revistas, enciclopedias, diccionarios jurídicos y leyes que permiten dar una explicación completa del tema tratado.

Es necesario que los derechos del deudor y el acreedor sean conocidos por el profesional del derecho, por los especialistas, por el Colegio de Abogados como órgano que aglutina a los profesionales del derecho, para el beneficiario directo, así como para cualquier miembro de la sociedad que de alguna manera contrae obligaciones.

El presente trabajo está dividido en cinco capítulos, estructurados de la manera siguiente:

Capítulo I: Este capítulo trata sobre la evolución histórica de las obligaciones, el cual se desarrolla la evolución en el derecho romano, en el derecho francés, por ser éste la principal fuente de origen de las legislaciones dominicanas, así como las obligaciones en los países latinoamericanos y propiamente la evolución de las obligaciones en la República Dominicana.

En el capítulo II, se hace un estudio sobre las fuentes que generan las obligaciones, de manera específica, los contratos por ser esta la fuente más común y la que genera en mayor grado derechos y deberes a las partes. En el mismo se trata la división de los contratos; la conceptualización, así como las principales características de cada tipo de contrato.

El capítulo III, enfoca de manera general la clasificación de las obligaciones, dicha clasificación se realiza atendiendo a varios aspectos tales como el origen, la eficacia, el sujeto, el objeto, tratando además algunas sub-clasificaciones, destacando las características fundamentales de cada una.

El capítulo IV, trata sobre el deber de cumplimiento y derechos del deudor; en el mismo se hace énfasis en los compromisos del deudor como consecuencia de la obligación así como sus derechos, cuando suele ser atacado indebidamente por su acreedor.

En el capítulo V, se hace un análisis los derechos del acreedor, los cuales puede ejercer sobre su deudor para garantizar el cumplimiento de la obligación; en el mismo se describen cada una de las acciones que puede implementar el acreedor sobre su deudor en caso que éste último no cumpla la obligación según lo pactado en el contrato que generó la obligación. 

Finalmente se puede afirmar que el contenido del presente trabajo sintetiza los aspectos fundamentales de las obligaciones desde su origen hasta los derechos y deberes que estos conceden a las partes involucradas.

CAPÍTULO I

Evolución histórica de las obligaciones
1.1
Las Obligaciones en el Derecho Romano

Los romanos llevaron la teoría de las obligaciones al más alto grado de perfección; los jurisconsultos romanos, interpretando la voluntad de las partes se dedicaron a desarrollar sus principios con el cuidado debido.

Las Institutas de Justiniano definieron las obligaciones de la manera siguiente: “es un lazo de derecho que nos sujeta a la necesidad de pagar alguna cosa conforme al derecho de nuestra ciudad”.

Los romanos dividieron las obligaciones, según las autoridades que las han sancionado y según sus fuentes.

En el derecho romano, las obligaciones sancionadas se califican de un modo general en civiles y naturales, esta última carece de sanción; sin embargo, cuando se quiere destacar de qué autoridad proviene la acción, las obligaciones la dividen en civiles y honorarias; las civiles son aquellas que han sido sancionadas por el derecho civil y las honorarias son aquellas que han recibido su sanción del edicto de los magistrados jus honorarium; por el hecho de que casi todas han sido sancionadas por el pretor se le llama pretoriana.

En el derecho romano las obligaciones se dividen en cuatro clases según las fuentes de donde emanan que son: de un contrato, de un delito, como de un contrato o como de un delito.

Las verdaderas fuentes de las obligaciones admitidas por los romanos son los delitos y los contratos. Los romanos entendían que la obligación es una restricción de la libertad del deudor y que este estado de dependencia solo puede darse en razón de una causa bien determinada.

El derecho romano ha reconocido estas dos grandes causas de obligaciones solamente bajo las condiciones de que si el hecho ilícito constituye un delito o si la voluntad se ha manifestado en un contrato.

 Entre los romanos agricultores y guerreros las necesidades estaban muy restringidas; el préstamo de dinero, el cambio bajo sus diferentes formas era suficiente para satisfacer sus necesidades.

El castigo de los actos ilícitos que implicaba una pena pecuniaria era una fuente de obligaciones mucho más abundante cuando Roma entra en relación con otros pueblos, cuando crece la riqueza privada y el adelanto de la civilización hace nacer nuevas necesidades trae como consecuencia la ampliación del círculo de las transacciones.

El derecho ha debido sancionar en un gran número de casos el acuerdo de las partes, aunque sometiéndolo a formas determinadas para garantizar su sinceridad.

Al mismo tiempo algunas leyes extendían y completaban las listas de las infracciones cuya represión era preciso asegurar. De esta manera se desarrollaron los contratos y los delitos.

La clasificación de las fuentes de las obligaciones en delictuales y contractuales, llegó a ser insuficiente a medida que se perfeccionaba el derecho romano. Los jurisconsultos lograron reconocer que se puede estar obligado sin que haya habido ni contrato ni delito. Gayo en una de sus obras, los Aureis, estudia las otras causas de obligaciones que no son ni contratos ni delitos. “Cada obligación toma en derecho romano una fisonomía particular, según la causa que la produjo, por eso los jurisconsultos no estudian las obligaciones en si mismas, según sus caracteres generales, sino que se limitan a desarrollar las diferentes fuentes de donde nacen.

Las obligaciones contractuales alcanzaron gran desarrollo en el derecho romano, pero el principio de que la voluntad de las partes es soberana, el derecho romano jamás la admitió de una manera absoluta.

La regla dominante en la época clásica y subsistente en el tiempo de Justiniano es el acuerdo de las voluntades, el simple pacto no basta para crear una obligación civil. El derecho romano, en materia civil, solo reconoce las convencionales acompañadas de ciertas formalidades, cuya ventaja es dar más fuerza y certidumbre al consentimiento de las partes y disminuir los pleitos, al encerrar en límites precisos la manifestación de voluntad, consistían en palabras solemnes que debían emplear las partes para formular su acuerdo. El cumplimiento de esas formalidades era la causa por la que el derecho civil sancionaba una o varias obligaciones. Sin embargo esta regla fue derogada en atención a ciertas convenciones de uso frecuente y de considerable importancia práctica.

Cada una de las convenciones sancionadas por el derecho civil constituía un contrato y era designada con un nombre especial; de esta manera en el derecho romano los contratos se pueden definir como convenciones destinadas a producir obligaciones que han sido sancionadas y denominadas por el derecho civil.

En la parte final de la época republicada se determinó el número de contratos y se le distingue en cuatro clases según las formalidades que deben acompañar a la convención; estos son: los contratos verbis, que se forman con la ayuda de palabras solemnes; contrato literis que exige menciones escritas; los contratos re que se perfeccionan por la entrega de una cosa al que viene a hacerse deudor; y los contratos formados solo consenso por el solo acuerdo de las partes. Aunque no se ha podido establecer con precisión la época en que surgió esta clasificación de los contratos, hay plena seguridad que fue mucho después de los orígenes de Roma.

La obligación más antigua en Roma fue el nexum, el cual tenía por causa un préstamo de dinero; este se realizaba mediante cobre y la balanza, pesando la cantidad de metal que se prestaba, esto se hacía por el hecho de que los romanos en esta época desconocían el arte de acuñar la moneda.

Después de poner en práctica el acuñar la moneda, el uso del cobre y la balanza dejó de tener utilidad material y solo se conservó con un símbolo en la parte esencial del contrato; a esta solemnidad iba unida una declaración del acreedor, que fijaba la naturaleza del acto y contenía la condena contra el deudor que no pagaba. La persona misma del obligado estaba comprometida y respondían del pago de la deuda.

Aunque se considera el préstamo de dinero como el modo más antiguo de crear una obligación civil, puede señalarse que en Roma el préstamo de consumo ha quedado siempre para los jurisconsultos romanos como el contrato por excelencia, erradicando de esta manera la costumbre de que el deudor era solo aquel que había tomado prestado el dinero de otro, sino que se le llamó acreedor a todos aquellos a los que se le debía alguna cosa.

La historia de los primeros siglos de Roma está repleta de luchas suscitadas pro deudas entre patricios y plebeyos y de los excesos cometidos por acreedores sobre deudores nexi. Estos abusos provocaron una medida legislativa, que declaró libres a los ciudadanos que eran nexi en el momento de su promulgación, prohibiendo que en lo sucesivo se encadenaran a los deudores, y decidió que esos no podrían ya comprometer sus personas en beneficio del acreedor, sino solamente de sus bienes.

En relación a las causas que generan las obligaciones contractuales  los jurisconsultos romanos le atribuían singular importancia por el hecho se consideraba que una obligación sin causas, es nula.

Finalmente, las obligaciones en el derecho romano tenían mucha similitud con lo establecido en el derecho actual, ya que el derecho romano es origen del derecho francés y nuestro derecho en República Dominicana es derivado del francés.

1.2
Las Obligaciones en el Derecho Francés

Al hablar del Derecho Civil Francés, nos referimos fundamentalmente al código napoleónico, por ser este en términos históricos el padre del código civil dominicano.

El Código Napoleónico fue promulgado por el emperador Napoleón Bonaparte el 21 de marzo de 1804, el método utilizado en el código napoleónico se basó en las institutas de Justiniano, dividiendo los derechos en lo referente a las personas, a las cosas y a las acciones. La idea se basaba en lograr las mismas leyes civiles en todas las provincias francesas, ya que algunas de ellas seguían costumbres germánicas y en otras predominaba el derecho romano.

El desorden legislativo no podía concebirse en una época predominantemente enciclopedista, donde las leyes producto de la razón humana y debían estar sometidas a un orden racional. El Código Napoleónico fue un código de ideología liberal, laico e individualista.

El tema de las obligaciones es tratado en el libro tercero de este código el cual se refiere a los modos de adquirir la propiedad, comprendiendo las sucesiones, las donaciones, los testamentos, las obligaciones, los contratos, el contrato matrimonial, las hipotecas y la prescripción; ocupando la propiedad un lugar destacado en la sociedad, donde el poder de la burguesía exigía el reconocimiento legal de sus bienes.

El código Napoleónico provocó una gran repercusión imponiéndose el movimiento en varios países, tanto de Europa como de América, tales como Bélgica, Luxemburgo y Holanda en Europa; y en Bolivia, el estado Louisiana en América del Norte y Haití en 1843; siendo este último caso el que originó nuestra dependencia del código francés.

El tratado de las obligaciones contenidos en el código napoleónico, es el mismo que observamos en nuestro código civil vigente en el libro tercero, artículos 101 al 1386 y por tanto no es necesario hacer mención de los mismos.

1.3
Las Obligaciones en el Continente Americano

Los códigos  de los países latinoamericanos tienen gran similitud en la reglamentación legal de los contratos y de las obligaciones. El código civil francés le ha servido de modelo, con algunas modificaciones sugeridas por la experiencia y algunas reformas impuestas por la evolución de las ideas y de las costumbres.

Los niveles de perfección con que fue elaborado el código francés, sugieren de manera obligada que el mismo podría proponerse como modelo a los países que quisieran codificar su derecho o revisar su legislación.

La legislación de los países del continente americano es realmente copia de las legislaciones de los países por los que fueron colonizados, naturalmente con las adaptaciones que de manera obligatoria imponen el medio y las circunstancias.

De esta manera, los países latinoamericanos tienen características comunes en lo que respecta al derecho civil.

En Norteamérica la situación difiere un poco de los demás, ya que fue conquistada en su mayor parte por Inglaterra, país éste con costumbres y tradiciones diferentes a España que fue la mayor conquistadora del continente americano.

La legislación norteamericana difiere de la legislación de los países latinos, por su origen anglosajón, donde se le da marcada importancia da las costumbres como fuente del Derecho.

Todo sistema jurídico en el mundo se ha originado en la costumbre, ha alcanzado su etapa de ley positiva y fija y se ha desenvuelto gracias a la elaboración  de normas jurídicas por obra de la jurisprudencia y la doctrina, pero mientras que en las organizaciones jurídicas que han seguido la estructura del derecho romano como en Europa, América Latina y parte de Asia, la fuente definitiva del derecho es esencialmente la ley positiva; en el sistema anglosajón, que fue creado por Inglaterra y adaptado por los Estados Unidos y todo el mundo de civilización inglesa, si bien la ley elaborada por el poder legislativo es uno de los factores esenciales del derecho, sin embargo, el conjunto de principios que tiene como origen la costumbre, elaborados por los jueces en sus decisiones que forman la jurisprudencia, han sido siempre el elemento preponderante de este sistema, a tal grado que la legislación anglosajona, generalmente es solo declarativa en forma ordenada y textual de las normas jurídicas previamente establecidas por los precedentes judiciales y de que los preceptos de la ley promulgados por los legisladores, deben ser interpretados por los tribunales, para que su significado y alcance quede definido en la práctica y se conozca su verdadero sentido jurídico.

El estudio del derecho angloamericano debe abarcar los principios generales que lo integran y el conocimiento práctico de los textos, libros y tratados donde están las normas jurídicas de ese derecho y la forma técnica de consultarlo.

En las organizaciones jurídicas de origen romano en donde la fuente formal del derecho, es escrita en códigos o legislaciones de fácil consulta y manejo; generalmente su interpretación y comentario aparece expuesto de un modo preciso en los tratados y obras de derecho por los jurisconsultos, cuya opinión tiene una autoridad preponderante y aun cuando la jurisprudencia elaborada por los jueces también se establecen principios jurídicos que integran al derecho, poco uso se hace de ellos en los países de leyes codificadas.

Por el contrario, el derecho en Inglaterra y en Estados Unidos sigue siendo consuetudinario en el cual predomina la jurisprudencia como elemento formal. La ley positiva ocupa un segundo lugar en el uso práctico.

Particularmente en los Estados Unidos, nación formada por estados federados, existen leyes federales que son de aplicación en toda la nación y leyes estatales con aplicación de manera particular en cada Estado; esto hace un tanto laborioso tratar el tema de las obligaciones para cada Estado de la federación americana; de manera que cada Estado puede producir leyes locales con la única condición de que no le esté prohibida por la constitución federal o ley suprema, por la constitución del propio Estado.

1.4
Las Obligaciones en el Derecho de la República Dominicana

La historia del Derecho en la República Dominicana se inicia con el descubrimiento de América. Aunque los pobladores de la isla de Santo Domingo estaban divididos en dos clases sociales que eran la nobleza y los trabajadores, la tierra era común y los bienes no se consideraban personales, sino de la familia “no creemos con base las tesis que quieren presentarnos una organización jurídica entre los aborígenes. Creemos que se ha querido asimilar la cultura quisqueyana a otras más avanzadas del continente, pro argumento de analogía. Las pocas pruebas que hay de la existencia de un derecho penal (el castigo al robo y al incesto) no pueden servir de única base para suponer la existencia de tribunales, jueces, leyes y códigos. Es lógico que debieron existir reglas sociales obligatorias permanentes, cuya violación conllevaría el consiguiente castigo, pero no nos atrevemos a presuponer por ello la existencia de todo un andamiaje jurídico como lo tuvieron los mayas, aztecas y otras razas más avanzadas del continente”.

El derecho en Santo Domingo inicia formalmente con la colonización y en consecuencia está determinado por las leyes españolas y la aplicación de las capitulaciones de Santa Fe considerado como el primer contrato con repercusión en la isla.

 Las Capitulaciones de Santa Fe son los documentos suscritos por los Reyes católicos el 17 de Abril de 1492 en los cuales se le dan a colon una serie de privilegios, tales como: se le nombra almirante, virrey y gobernador general en todos los territorios que descubriera o ganase durante su vida, nombrando como heredero a sus sucesores de forma vitalicia. También se le concedió un diezmo de todas las mercaderías que hallase, ganase y hubiere en los lugares conquistados. Están firmadas por el secretario de Fernando y hombre de confianza, Luís de santàngel.

La institucionalización jurídica se inicia formalmente con la llegada de Nicolás de Ovando.

Después de las disposiciones contempladas en las capitulaciones de Santa Fe surgen las leyes de indias con las cuales se lograba un mejor trato para los indios, aunque en la mayoría de los casos sólo se quedaba en teoría.

Dentro de las diferentes modalidades de impuestos aplicados por la corona, existía el préstamo que consistía en que los reyes españoles solicitaban a sus súbditos préstamos para sufragar ciertas guerras y campañas militares, estos préstamos a veces eran hechos por individuos, pero generalmente eran pedidos a las ciudades. La facultad de solicitarlos y recaudarlos fue delegada por el Rey al gobernador de la isla, quien gestionaba con los vecinos, los fondos para los gastos de la defensa de la isla. Estas deudas en muchos casos, no eran pagadas, lo que indica que la corona no honraba su compromiso con los ciudadanos acreedores.

Con la ejecución del tratado de Basilea, toda la isla pasa pertenecer a Francia, lo que trajo como consecuencia la aplicación de las leyes francesas, hecho que se mantuvo con la ocupación haitiana hasta que finalmente en 1884 se autorizó la traducción del código civil francés por el cual nos regimos en la actualidad con algunas modificaciones. Esto indica que el tema de las obligaciones en el derecho civil dominicano se circunscribe fundamentalmente a lo contenido en el derecho francés, y básicamente en el Código napoleónico.

CAPÍTULO II

Fuentes de las obligaciones
2.1 Noción de Contrato.

Una de las fuentes principales de las obligaciones es el contrato, al cual se han dado varias definiciones, tales como: 

“El contrato es un convenio por el cual una o varias personas se obligan, frente a una u otras varias, a dar, hacer o no hacer algo”.

``El contrato es un convenio en cuya virtud una o varias personas se obligan respecto de una o varias otras, a dar, hacer o no hacer alguna cosa``.

``Acuerdo de dos o más personas para constituir, regular o extinguir entre sí una relación jurídica patrimonial.``
 

``El contrato es un acto jurídico bilateral o plurilateral que crea y transmite obligaciones``.

``Convenio o acuerdo mutuo de consentimiento concorde y recíproco que tienen como consecuencia la creación de un vínculo obligatorio con fuerza de ley entre las partes contratantes``.

``Negocio jurídico por el que una o más partes crean, modifican o extinguen una relación jurídica patrimonial``.

``El contrato es el concierto de dos o más voluntades sobre una declaración de voluntad común, destinada a reglar sus relaciones jurídicas``.

``Acuerdo de voluntades entre dos o más personas con el objeto de crear entre ellas vínculos de obligaciones``.

2.2 Clasificación de los Contratos. 

Los contratos, a través de los años y después de tanto ser estudiados, no han podido ser clasificados, sino más bien agrupados en categorías, de dos en dos entre las más aceptadas se tiene las siguientes:

a) Contratos onerosos y gratuitos.

b) Contratos conmutativos y aleatorios.

c) Contratos principales y accesorios.

d) Contratos instantáneos y de tracto sucesivo.

e) Contrato consensual y real.

f) Contrato formal o solemne y no solemne o no formal.

g) Contrato privado y público.

h) Contrato nominado e innominado.

i) Contrato unilateral y bilateral.

2.2.1. Contratos Onerosos y Gratuitos

· Contrato Oneroso: es aquél en el que existen beneficios y gravámenes recíprocos, en éste hay un sacrificio equivalente que realizan las partes; por ejemplo, la compraventa, porque el vendedor recibe el provecho del precio y a la vez entrega la cosa, y viceversa, el comprador recibe el provecho de recibir la cosa y el gravamen de pagar. 

· Contrato Gratuito: sólo tiene por objeto la utilidad de una de las dos partes, sufriendo la otra el gravamen. Es gratuito, por tanto, aquel contrato en el que el provecho es para una sola de las partes, como por ejemplo el comodato. 

2.2.2. Contratos Conmutativos y Aleatorios.

· Contratos Conmutativos: son aquellos contratos en los cuales las prestaciones que se deben las partes son ciertas desde el momento que se celebra el acto jurídico, un ejemplo muy claro es el contrato de compraventa de una casa. 

· Contratos Aleatorios: son aquellos que surgen cuando la prestación depende de un acontecimiento futuro e incierto y al momento de contratar, no se saben las ganancias o pérdidas hasta el momento que se realice este acontecimiento futuro. Ejemplos son el contrato de compraventa de cosecha llamado de "esperanza", apuestas, juegos, etc. 

2.2.3. Contratos Principales y Accesorios

· Contratos Principales: son aquellos que existen por sí mismos, en tanto que los accesorios son los que dependen de un contrato principal. Los accesorios siguen la suerte de lo principal porque la nulidad o la inexistencia de los primeros origina a su vez, la nulidad o la inexistencia del contrato accesorio. 

· Contratos Accesorios: son también llamados "de garantía", porque generalmente se constituyen para garantizar el cumplimiento de una obligación que se reputa principal, y de esta forma de garantía puede ser personal, como la fianza, en que una persona se obliga a pagar por el deudor, si éste no lo hace; o real, como el de hipoteca, el de prenda, en que se constituye un derecho real sobre un bien enajenable, para garantizar el cumplimiento de una obligación y su preferencia en el pago. 

La regla de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, sufre en ciertos casos excepciones, porque no podría existir el contrato accesorio, sin que previamente no se constituyese el principal; sin embargo, el Derecho nos presenta casos que puede haber fianza, prenda o hipoteca, sin que haya todavía una obligación principal, como ocurre cuando se garantizan obligaciones futuras o condicionales.

2.2.4. Contratos Instantáneos y de Tracto Sucesivo

· Contratos Instantáneos: son aquellos que se cumplen en el mismo momento en que se celebran, es decir, su cumplimiento se lleva a cabo en un solo acto.

· Contrato de Tracto Sucesivo: es aquel en que el cumplimiento de las prestaciones se realiza en un periodo determinado, y que, por deseo de las partes se puede extender para satisfacer sus necesidades primordiales. 

2.2.5. Contrato Consensual y Real 

Contrato Consensual: por regla general, el consentimiento de las partes basta para formar el contrato; las obligaciones nacen tan pronto como las partes se han puesto de acuerdo. El consentimiento de las partes puede manifestarse de cualquier manera. No obstante, es necesario que la voluntad de contratar revista una forma particular, que permita por medio de ella conocer su existencia. No es la simple coexistencias de dos voluntades internas lo que constituye el contrato; es necesario que éstas se manifiesten al exterior, que sean cambiadas Ejemplos: mutuo, comodato y depósito. 

Contrato Real: queda concluido desde el momento en que una de las partes haya hecho a la otra la tradición o entrega de la cosa sobre la que versare el contrato. 

Existen también las que se llaman formalidades ad probationem que son las realizadas a fin de poder demostrar la celebración de un acto; por lo general consiste en realizar el acto ante notario y también son llamadas solemnes que son cuando la voluntad de las partes, expresada sin formas exteriores determinadas, no basta para su celebración, porque la ley exige una formalidad particular en la ausencia de la cual el consentimiento no tiene eficacia jurídica. La distinción entre contratos Formales y Solemnes estriba en lo referente a la sanción. La falta de forma origina la nulidad relativa; la falta de solemnidad ocasiona la inexistencia.

2.2.6. Contrato formal, solemne y no solemne, o no formal

Contrato formal o solemne: es aquel en que la ley ordena que el consentimiento se manifieste por determinado medio para que el contrato sea válido. En la legislación se acepta un sistema ecléctico o mixto respecto a las formalidades, porque en principio, se considera que el contrato es consensual, y sólo cuando el legislador imponga determinada formalidad debe cumplirse con ella, porque de lo contrario el acto estará afectado de nulidad. 

2.2.7. Contrato Privado y Público 

Contrato Privado: es el realizado por las personas intervinientes en un contrato con o sin asesoramiento profesional. Tendrá el mismo valor que la escritura pública entre las personas que los suscriben y sus causahabientes 

Contrato Público: son los contratos autorizados por los funcionarios o empleados públicos, siempre dentro del ámbito de sus competencias, tiene una mejor condición probatoria. Los documentos notariales son los que tienen una mayor importancia y dentro de ellos principalmente las escrituras públicas.

2.2.8. Contrato Nominado o típico e Innominado o Atípico.

Contrato Nominado o Típico: es aquel contrato que se encuentra previsto y regulado en la ley. Por ello, en ausencia de acuerdo entre las partes, existen normas dispositivas a las que acudir. (Compraventa, Arrendamientos...) 

Contrato Innominado o Atípico: es aquel para el que la ley no tiene previsto un nombre específico, debido a que sus características no se encuentran reguladas por ella. Puede ser un híbrido entre varios contratos o incluso uno completamente nuevo. Para completar las lagunas o situaciones no previstas por las partes en el contrato, es necesario acudir a la regulación de contratos similares o análogos. 

Es importante mencionar que los contratos innominados no son los que no están previstos por el Código Civil, porque todos los contratos lo están; simplemente son los que no están nombrados en sus artículos aunque, por supuesto, al ser contrato, el Código los regula. 

2.2.9 Contratos unilaterales y bilaterales.

· Contrato unilateral: es un acuerdo de voluntades que engendra solo obligaciones para una parte. 

· Contrato bilateral: es el acuerdo de voluntades que da nacimiento a obligaciones para ambas partes. 

Esta clasificación tiene importancia, entre otros, para efectos de la teoría o problemas de los riesgos y la excepción de contrato no cumplido.

Cuando en un contrato unilateral existen obligaciones que impliquen la transferencia de una cosa, si está se destruye por caso fortuito o fuerza mayor es necesario poder establecer quién debe de sufrir la pérdida. La cosa siempre perece para el acreedor (en los contratos traslativos de dominio el acreedor es el dueño; mientras en los contratos traslativos de uso, el acreedor a la restitución es el dueño y la cosa perece para él).

Si el contrato fuere bilateral no habría posibilidad de plantear el problema, porque esta cuestión supone que siendo las obligaciones recíprocas, una parte no cumple entregando la cosa, por un caso de fuerza mayor y en atención a esto la otra parte debe cumplir, ya que no es imputable el incumplimiento del deudor.

La excepción de contrato no cumplido (exceptio non adimpleti). En todos los contratos bilaterales, que generan obligaciones recíprocas, cuando una parte no cumple o se allana a cumplir, carece de derecho para exigir a la otra el cumplimiento de su obligación, y si a pesar de ello pretendiera exigir judicialmente el cumplimiento por una demanda, el demandado le opondrá la excepción de contrato no cumplido.

La exceptio non adimpleti no puede presentarse en los contratos unilaterales, por una sencilla razón de que en ellos solo una de las partes está obligada, y si no cumple, la otra podrá judicialmente exigir ese cumplimiento, sin que pueda oponérsele dicha excepción, ya que no tiene por su parte ninguna obligación que realizar.

2.3. Contratos Principales

Los contratos principales: son aquellos que existen principalmente por sí mismos, y que no dependen de otros, como la compraventa, el arrendamiento, el comodato, el depósito, la permuta, etc.

2.3.1
El Contrato de Venta.

La venta es un contrato por el cual una persona, el vendedor, transmite un derecho a otra persona, el comprador, que se obliga a pagarle un precio en dinero.

La venta es un contrato consensual, por consiguiente, transmite por el sólo consentimiento de las partes la propiedad y los riesgos. Sin embargo, las partes pueden limitar la transferencia de la propiedad y/o los riesgos mediante la modalidad de la condición.

 El Contrato de Arrendamiento

 El arrendamiento es un contrato consensual, en el cual la cosa arrendada puede ser mueble o inmueble.  El arrendamiento es un contrato oneroso: el precio es de la esencia del contrato. No es necesario que el precio esté determinado; basta con que sea determinable. El derecho de arrendamiento es un derecho mobiliario, por consiguiente puede ser dado en prenda, salvo que se prohíba expresamente en el contrato. No es necesario que el precio se pague en dinero. 

Es válido el arrendamiento de la cosa ajena, pero si el arrendamiento no puede ser cumplido por oposición del propietario, el arrendatario puede pedir la resolución del contrato con abono de daños y perjuicios. El arrendador puede prohibirle al arrendatario el subarrendamiento de la cosa. Puede prohibirle que la preste o que se desapodere de algún modo de ella. Las partes deben indicar en el contrato el uso que se le dará a la cosa  arrendada. 

  2.3.3
El Contrato de Préstamo

El préstamo es un contrato por el cual una persona, el prestador, entrega a otra, el prestatario, para que se sirva de ella, ya sea a título gratuito una cosa no fungible, ya sea a título gratuito u oneroso, una cosa consumible y fungible. El contrato de préstamo es sinalagmático imperfecto. En principio, el prestador no asume ninguna obligación. Sólo en el curso del cumplimiento del contrato podrían originarse obligaciones a cargo del prestador.

El préstamo es un contrato real: sólo se produce con la entrega de la cosa. Sin embargo, el consentimiento de las partes es esencial; las promesas de préstamo crean a cargo del prestador la obligación de entregar.
 2.3.4
El Préstamo de Consumo o Mutuo

 Es el contrato por el cual una persona, el mutuario, se obliga a devolver a otra, el mutuante, una cosa semejante a la cosa consumible o fungible que se le haya entregado para su uso.

El préstamo de consumo transmite la propiedad. El prestatario deberá devolverle al prestador una cosa igual, de la misma naturaleza. Este contrato puede ser gratuito u oneroso. En principio, el préstamo de consumo sólo crea obligaciones a cargo del mutuario. Se considera un contrato sinalagmático imperfecto. Sin embargo, el préstamo de dinero es unilateral.

 2.3.5 
El Préstamo de Dinero

El préstamo de dinero es un mutuo, en principio gratuito. Es un contrato por el cual el prestatario se obliga a devolver al prestamista una suma de dinero (el capital) como contrapartida de la que le ha entregado el prestador o prestamista. Los intereses deben ser objeto de una estipulación expresa (Art. 1905). Cuando esté probada la estipulación de contraer un préstamo a título oneroso y no se haya fijado el tipo de interés o no pueda ser probado, se admite el tipo legal.

2.4
Los Contratos Accesorios.

Los Contratos Accesorios son las garantías que tiene un acreedor para los efectos de hacer valer su crédito se consagra en el mal denominado Derecho de Prenda General, mediante el cual el deudor afecta su patrimonio al cumplimiento de una obligación. 

Entre los que podemos mencionar:

   2.4.1
El Contrato de Fianza. 

La fianza es un contrato por el cual una persona, el fiador, contrae el compromiso de pagarle al acreedor, si el deudor, llamado deudor principal, no cumple.

 Es una garantía personal. Es consensual, unilateral y a título oneroso.  Es un contrato accesorio: supone siempre una deuda que garantizar.

Puede ser convencional (impropiamente llamado fianza voluntaria), legal o judicial.

 El fiador se obliga para el supuesto de que el deudor principal no pague. Por consiguiente, el fiador debe tener bienes suficientes para responder del objeto de la obligación (Art. 2018). El Art. 2019 considera solventes a los propietarios de inmuebles y, en ciertos casos, se acepta como tales a los comerciantes.

 Por su carácter accesorio, la obligación del fiador no puede ser más onerosa (in duriorem causam) que la del deudor principal, pero puede ser menos gravosa (Art. 2013). Esto último no opera para fianza legal o judicial: en ellas el compromiso del fiador es idéntico al del deudor principal. Por su carácter accesorio, la fianza desaparece cuando desaparece la obligación principal.

  Si el fiador presentado por el deudor principal se vuelve insolvente, éste debe procurar otro fiador. De lo contrario el acreedor podría requerir el pago inmediato o la resolución del contrato. Pero si es el acreedor quien ha propuesto al fiador y éste se vuelve insolvente, entonces el deudor no tiene la obligación de procurar fiador.

 El fiador que invoque el beneficio de excusión debe señalar los bienes embargables del deudor y pagar las costas que se hayan avanzado en la demanda. La excusión debe ser alegada in limine litis: no rige de pleno derecho. 

2.4.2
El Contrato de Prenda. 

Es un contrato por el cual el deudor o un tercero, para afectar un bien mueble al pago de la deuda, se desposee de él a favor del acreedor o de un tercero que conserva la cosa para el acreedor.

 Es un contrato real de garantía, accesorio de un crédito válido. Debe recaer sobre muebles, ya sean corporales, consumibles o no consumibles. La cosa debe estar en el comercio y ser enajenable. La jurisprudencia prohíbe la prenda de los inmuebles por destino.

 El desapoderamiento del deudor es un requisito de validez del contrato de prenda sin la cual el contrato sería nulo. Sin embargo, la nulidad por falta de entrega deja subsistente una promesa de constituir prenda, que es un pre-contrato consensual válido entre las partes.

La desposesión no tiene que ser hecha inmediatamente después del cambio de los consentimientos, pero la garantía no nacerá sino a partir de la desposesión. La desposesión del constituyente y la toma de posesión del acreedor o del tercero convenido debe ser efectiva, notoria y permanente.

 No es necesario que la cosa sea entregada al acreedor prendario: puede ser entregada a un tercero convenido (Art. 2076), lo cual presenta algunas ventajas para ambas partes.

 El contrato termina cuando el acreedor devuelve voluntariamente la cosa al deudor, salvo que esa entrega haya sido momentánea e ignorada por los terceros.
El acreedor no está autorizado a usar la cosa ni a percibir sus frutos, pero este principio puede ser derogado por las partes.

El acreedor prendario tiene la obligación de restituir la cosa cuando haya cobrado enteramente el capital, los intereses y los gastos. Tiene la obligación accesoria de velar por la cosa y asegurar su conservación. Tiene la obligación negativa de no distraer o destruir el objeto dado en prenda (Art. 400 del Código Penal)

 2.4.3
La Hipoteca Convencional 

 La hipoteca es una garantía real que, sin llevar consigo desposesión actual del propietario de un inmueble, le permite al acreedor, si no es pagado al vencimiento, embargar ese inmueble, rematarlo y cobrar el primero sobre el precio.

 Es un derecho real, distinto del derecho de crédito, pero accesorio de ese derecho. Sigue la suerte del crédito: se extingue o se cede con él.

La hipoteca recae sobre derechos inmobiliarios (derecho de propiedad, de usufructo, de enfiteusis), incluso cuando esos derechos estén indivisos.

Quedan fuera de la hipoteca: los derechos de uso y de habitación, porque no pueden ser vendidos; las servidumbres reales, porque, al estar unidas al predio dominante, no son cesibles aisladamente. Sin embargo la hipoteca recae sobre ellos cuando son accesorios del predio dominante cedido en garantía.

La hipoteca solo puede gravar derechos que estén en el comercio, lo cual excluye la hipoteca de los bienes del dominio público y los demás bienes inalienables e inembargables (bienes dotales, bien de familia.

 La hipoteca puede recaer incluso sobre derechos afectados por las modalidades del término o la condición.

 En el conflicto entre el acreedor hipotecario y el privilegio del vendedor de un bien inmueble no pagado, la jurisprudencia prefiere al primero basándose en el hecho de que la hipoteca es una “prenda tácita”.

 La hipoteca se extiende a los frutos no separados (inmuebles por naturaleza), incluso cuando no existían aún en el momento de la constitución de la hipoteca. Pero la hipoteca desaparece desde que cese el carácter inmobiliario de los frutos: al recogerse la cosecha.

 La hipoteca convencional está sometida a los requisitos de especialidad y publicidad.

 La hipoteca es indivisible, cada fracción del crédito está garantizada por el bien hipotecado, pero esta indivisibilidad no es de la esencia del contrato sino sólo de su naturaleza: el acreedor puede renunciar a ella. La indivisibilidad le permite al acreedor librarse de la división de la deuda entre los herederos.

 La hipoteca es especial en cuanto a su base material (no puede recaer sobre todos los inmuebles presentes y futuros del deudor) y en cuanto a los créditos garantizados (no puede garantizar todas las deudas presentes y futuras del deudor con respecto al acreedor).

 La regla de la especialidad no le prohíbe al deudor hipotecar todos los inmuebles que posea en el momento de la constitución; pero le obliga a designarlos uno por uno en el contrato, a  individualizarlos.

CAPÍTULO III

Clasificación de las obligaciones
Las obligaciones se clasifican atendiendo a diferentes aspectos, estos son: según su origen según su eficacia, según el sujeto y según su efecto.

3.1 Clasificación Según el Origen:

Según su origen, las obligaciones se clasifican en: Contractuales y Extracontratuales.

Contractuales: Las obligaciones contractuales nacen del acuerdo de las voluntades de los contratantes. Este acuerdo puede limitarse en el tiempo, por anticipado, la obligación que crea prever su extinción dentro de un plazo determinado, un termino extintivo. A la llegada del término, la obligación se extingue.  

Extracontractuales: son aquellas obligaciones cuyo nacimiento no se da a partir de un contrato; estas pueden ser generadas por la ley, por cuasicontratos, por delitos o cuasidelitos.

3.2 
Según su Eficacia:

  Las obligaciones, según su eficacia se clasifican en: Civiles y Naturales.
Obligaciones Civiles: “son aquellas que le confiere al acreedor el derecho de cumplir al obligado por medio del poder social al cumplimiento de la prestación en caso de que no quiera hacerlo voluntariamente”.

Esta es la obligación propiamente tal la que actúa en sus diversas formas de manera constante en el seno de la sociedad, la cual impulsa, sostiene y engrandece por su colaboración en el desarrollo de sus elementos de riqueza. Es necesariamente coercible, en virtud de ser la coacción requisito indispensable para hacerla eficaz asegurando su cumplimiento.

Obligaciones Naturales: Son definidas como la lícita que no son exigibles judicialmente, por no conceder acción por ello haber prescrito. Cuando se cumple voluntariamente es cuando surte efectos jurídicos del pago, por lo que no cabe la repetición de lo indebido.

Son llamadas naturales por tener su origen en el derecho natural, carecen de fuerza coercitiva exterior para imponer su cumplimiento al renuente y por consiguiente, puede ser llevada a ejecución  forzada pues la ley, por consideraciones de conveniencias publica,  les niega su apoyo dependiendo la eficacia de la obligación de los sentimientos de delicadeza ó equidad de la persona llamada a satisfacerla.

Lo que distingue a una obligación natural de cualquier otra es: el ser licita, su no coactividad, no poder ser exigible judicialmente y que los efectos jurídicos son únicamente en el pago. Esto es, si se cumple voluntariamente, no puede repetirse lo pagado.

La particularidad de la obligación natural y su único efecto consiste en que no, obstante hallarse desprovista de poder coactivo, si el deudor con capacidad para obligarse, espontáneamente cumpliere, el pago se considera legal y por lo mismo no se concede acción para el caso en que se pretendiera recobrar lo pagado. Por esto puede decirse que es una obligación civil imperfecta.

Mas el pago voluntario que de una deuda de carácter natural se hiciere, no produce el efecto de convertirla en obligación civil; por consiguiente, cuando solo se hubiere pagado una parte de la deuda, el acreedor no tiene acción para exigir el resto por las vías judiciales.

La incoercibilidad de la obligación natural no impide, sin embargo, conforme a las normas del derecho, que ella pueda servir de base a una obligación civil, como es posible acontezca cuando el deudor que goza de plena capacidad para obligarse, se compromete de modo formal a satisfacer lo debido; por cuanto se reúnen entonces las condiciones requeridas para la existencia de la obligación civil: capacidad, consentimiento, objeto y causa licita, la que esta constituida por la obligación natural, que es modo legitimo de adquirir, excepto cuando la deuda procede de juego a apuestas.

Por tanto las obligaciones civiles como las naturales constituyen verdades obligaciones y su cumplimiento es un pago. Las obligaciones civiles se encargan con medidas coactivas y son susceptibles  de ejecución forzada, las obligaciones naturales no conllevan sino un cumplimiento voluntario. Cuando  la obligación es natural, se está en presencia de una deuda sin responsabilidad no coacción en caso de incumplimiento. 

3.3 Clasificación Según el Sujeto

Simples, conjuntas, solidarias e indivisibles.
Obligaciones Simples: “Son las que tienen un acreedor, un deudor y un objeto, sin condiciones ni cláusulas específicas”.

Obligaciones Conjuntas: “Son aquellas que tienen un objeto divisible y hay pluralidad de deudores, de acreedores o de ambos, pero cada deudor esta obligado al pago de su parte de la deuda, y cada acreedor puede demandar únicamente su cuota en ella”.
 

En esta clase de obligaciones los acreedores, o los deudores, no tienen entre si relación alguna, porque el crédito o la deuda se considera dividido en tantos créditos o deudas parciales, cuanto sean los acreedores o los deudores que hayan con  relación al crédito a la deuda.   

Por la falta de relación que hay entre los derechos u obligaciones de tales individuos, se ha dicho que esa especie de obligación más bien debería llamarse disjunta que conjunta.

No es preciso que las porciones en que el crédito o la deuda se divida sean iguales, pues nada se opone a que haya diferencias al respecto, según el tanto que en el crédito  o deuda común corresponda a cada interesado.

Mientras no resulte prueba en contrario, se conceptúan iguales todas las porciones.

En virtud de la completa separación que existe entre los acreedores o los deudores conjuntos, ningún acreedor esta autorizado para exigir, ni ningún deudor esta obligado a satisfacer, sino la parte que le corresponda en el crédito o en la deuda común.

El pago que da la totalidad de la deuda que realice uno de los deudores, no produce subrogación legal a favor suyo; y en caso de que la obligación contenga  cláusula penal en garantía de su cumplimiento, la falta de pago de parte de cualquiera de ellos, únicamente al moroso hace incurrir en la pena.

De igual modo la interrupción de la prescripción proveniente de uno de los acreedores conjuntos, en nada aprovecha a los demás, como tampoco la interrupción que se opere respecto a un deudor de obligación conjunta, ningún efecto produce en cuanto a los codeudores. Cuando la obligación conjunta es al mismo tiempo solidario o invisible, las reglas no tienen aplicación. 

Obligaciones Solidarias: “Son aquellas en que debiéndose una cosa divisible y existiendo pluralidad de sujetos activos o pasivos, cada acreedor esta facultado para exigir el total de la obligación, y cada deudor puede ser obligado a cumplirla íntegramente”.

Lo que caracteriza a la obligación solidaria es que su objeto es divisible.

La solidaridad según se presenta entre acreedores, deudores o ambos a la vez, admite dos clasificaciones:

Solidaridad Activa: tal como lo expresa  el código civil dominicano en su artículo 1197. La obligación es solidaria entre muchos acreedores, cuando el titulo da expresamente a cada uno de ellos el derecho de pedir  el pago  del  total del crédito y que el  pago  a uno de ellos libre  al deudor, aunque, el beneficio de la obligación sea partible y divisible entre los diversos acreedores. 

Por tanto cuando existe pluralidad de acreedores de una cosa divisible, cada uno de ellos por el deudor respecto de uno, se extingue para todos. 

En efecto, como cada uno de los acreedores puede cobrar el total del crédito al deudor, y en consecuencia el cumplimiento de cualquiera de sus acreedores que efectúa el deudor, extingue la obligación respecto de todos ellos. 

Solidaridad Pasiva: Esta consiste en que existiendo pluralidades, el acreedor  puede exigir el total de la deuda a cualquiera de ellos, y de la misma manera el cumplimiento de uno de los deudores extinguen la obligación respecto de todos. 

También el Código Civil dominicano en su artículo 1200 dice que hay solidaridad por parte de los deudores, cuando están  obligados a una misma cosa, de manera que cada uno de ellos pueda ser requerido por la totalidad y el pago  hecho por uno, libre a los otros respecto del acreedor. 

Si hay varios deudores y un solo acreedor tiene la facultad para demandar a cualquiera de ellos por el total de la deuda. 

La obligación puede ser solidaria, aunque uno de los deudores esta obligado de una manera distinta que el otro, a pago de la misma cosa. 

Obligaciones Indivisibles: “Son aquellas en que existiendo pluralidad de sujetos activos o pasivos, la presentación no es susceptible de efectuarse por parcialidades y en consecuencia cada acreedor puede exigirla y cada  deudor esta obligado a cumplirla en su totalidad”.
 

Clasificación: La individualidad  al igual  que la solidaridad se puede clasificar en activas o pasivas, según se presente en el acreedor, en el deudor o en ambos  a la vez. 

La Indivisibilidad Activa: Esta presenta poco interés práctico, porque los  casos de mayor aplicación de la indivisibilidad son todos pasivos.

Tal como lo estipula el artículo 1224 del código civil dominicano: cada heredero del acreedor  puede exigir  en totalidad  la ejecución de la obligación indivisible.

La Indivisibilidad Pasiva: tiene lugar cuando existiendo varios deudores, por la naturaleza misma de la obligación, en modo en que ha sido establecida o la disposición de la ley, la presentación no puede efectuarse en forma parcial.  

3.4 Según el Objeto y el Efecto.

3.4.1 Según el Objeto.

El objeto consiste en la prestación que el deudor debe cumplir en beneficio del acreedor. Esa prestación puede consistir en un hecho positivo, como por ejemplo, el pago de un préstamo o la ejecución de un mandato; otras veces consiste en un hecho negativo, como por ejemplo, no construir un edificio de varios pisos. Suele afirmarse también, que la prestación debida por el beneficio del titular del derecho, que lo es el acreedor.

En cuanto al objeto, las obligaciones se pueden clasificar de la siguiente manera:

· Obligaciones de dar, obligaciones de hacer y obligaciones de no hacer.

· Obligaciones patrimoniales y extrapatrimoniales.

· Obligaciones reales y personales.

· Obligaciones determinadas (o de resultado) y obligaciones generales de prudencia y diligencia (o de medio)

· Obligaciones morales y obligaciones jurídicas.

Esta clasificación se encuentra fundamentada en la definición que da el código civil de lo que es un contrato, que es considerado en su artículo 1101 como un convenio en cuya virtud una o varias personas se obligan respecto de una o de varias otras a dar, hacer o no hacer alguna cosa.

Obligaciones de dar y hacer (positivas) y de no hacer (negativas)

En los artículos 1136 y 1142 del código civil dominicano prevé que las obligaciones de dar, hacer o no hacer, se resuelven en indemnización de daños y perjuicios, en caso de falta de incumplimiento de parte del deudor.

Las obligaciones de dar y hacer se reúnen entonces en una sola categoría que se denomina obligaciones positivas; las obligaciones de dar y de hacer se oponen a las obligaciones negativas (obligaciones de no hacer).

Obligaciones Patrimoniales y Extrapatrimoniales

Las obligaciones siempre tienen un carácter pecuniario, sin embargo, algunas, denominadas extrapatrimoniales están unidas íntimamente a los derechos de la personalidad  de la persona tanto física como moral.

Obligaciones Reales y Obligaciones Personales

El deudor de una obligación personal está obligado al cumplimiento con su patrimonio, su patrimonio, constituye la prenda común de su acreedor; mientras que el deudor de una obligación real no compromete su patrimonio más allá de la cosa en la cual está unida la obligación.

Obligaciones Determinadas (o de Resultado) y Obligaciones Generales de Prudencia (o de Medio)

Unas veces el deudor está obligado a realizar un hecho determinado; la obligación está concretada estrictamente; el deudor debe lograr un resultado.

Unas veces el deudor está obligado tan sólo a observar diligencias, a conducir con prudencia para intentar obtener el resultado apetecido.

Resulta suficiente para el acreedor de una obligación determina establecer que no ha alcanzado el resultado; para liberarse el deudor debe probar entonces que el incumplimiento proviene de una causa ajena a él.

En efecto, cuando el resultado previsto no se ha obtenido, el acreedor, para demostrar que la obligación no se ha cumplido, debe probar que el deudor no se ha comportado con la prudencia y diligencia a la que está obligado. Por eso, en las obligaciones determinadas, basta el acreedor comprobar que el resultado no se ha obtenido, y corresponde al deudor demostrar una causa ajena; en las obligaciones de prudencia y diligencia el acreedor debe efectuar la prueba tan difícil de una negligencia o de una imprudencia del deudor.

El acreedor puede tener dificultades múltiples para probar la negligencia del deudor, y es que este tiene a su favor la teoría del riesgo.

En principio, el riesgo lo soporta el deudor impedido de cumplir por algún caso de fuerza mayor: res peri dibitori (la cosa perece para el deudor); queda liberado el otro contratante del deudor impedido así. Esa distribución del riesgo se funda sobre la voluntad presunta de las partes.

La obligación del que haya contratado con el deudor impedido de cumplir por la fuerza mayor se extingue de pleno derecho, sin que sea necesario hacer que intervengan los tribunales.

La teoría del riesgo se aplica a los contratos sinalagmáticos perfectos e imperfectos. El cumplimiento debe resultar de la fuerza mayor. No se necesita que el incumplimiento sea total a que recaiga sobre una obligación principal; debe ser tal que, de haberlo previsto, el acreedor no habría contratado. Por una convención, las partes modifican la carga del riesgo.

Obligaciones Morales y Obligaciones Jurídicas

Esta clasificación rebasa los linderos del derecho; engloba los simples deberes de conciencia, que el derecho no sitúa en el rango de las obligaciones. La persona que, por obedecer a un deber moral, a un deber de conciencia, practica la caridad, no cumple con una obligación en el terreno del derecho; no se haya obligada; no era deudora; no paga, pues lo que debe; nada debía; su acto constituye una liberalidad.

El deudor de una obligación jurídica está compelido: En verdaderamente deudor, cuando cumple la prestación, efectúa desde luego un pago, para su deuda.

3.4.2
Según su Efecto

La Obligación a la vez Produce los Siguientes Efectos:

Desde el punto de vista activo, otorga al acreedor el derecho principal de exigir el cumplimiento, y desde el punto de vista pasivo, la necesidad jurídica, por tratarse de un vínculo de esta naturaleza, de soportar el ejercicio de las acciones del acreedor tendientes al cumplimiento.

En consecuencia, se consideran los efectos de las obligaciones en relación con el cumplimiento, los derechos que la ley confiere al acreedor para exigir del deudor cumplimiento exacto, integro y oportuno de la obligación cuando este no la cumpla en todo o en parte o esta en mora de cumplirla.

Queda al margen de dichos efectos el cumplimiento en si mismo y los efectos que a su vez produce, esto es, principalmente el pago que es el cumplimiento de la obligación en los términos que ella está establecida, y las formas de cumplimiento equivalente a él, como la acción en pago y la compensación.

El título de los efectos de la obligación trata fundamentalmente sobre el incumplimiento, y el incumplimiento reglamenta los modos de extinguir las obligaciones.

CAPÍTULO IV

Deber de cumplimiento y derechos de deudor
4.1 Responsabilidad del Deudor a sus Obligaciones.

En toda obligación es necesario destacar el carácter del vínculo jurídico que tiene y que coloca al deudor en la necesidad de cumplir la prestación, bajo las sanciones que en caso contrario le impone la ley. Esto implica que el deudor debe cumplir, y si no lo hace tendrá que soportar el derecho de agresión sobre sus bienes que la ley otorga al acreedor; pudiendo éste por intermedio de la autoridad, dirigirse contra los bienes del deudor para obtener forzadamente el cumplimiento de la obligación.

La obligación impone al deudor una responsabilidad para el cumplimiento de ella. La ley pone en manos del acreedor varios mecanismos a través de los cuales puede exigir al deudor el cumplimiento de la obligación de manera forzada.

Si el deudor no cumple su obligación cuando y como debía, el acreedor tiene derecho a obtener una suma de dinero equivalente al provecho que hubiera obtenido de haberse cumplido efectiva y puntualmente la obligación y por tanto lo indemnice del perjuicio causado por la falta de cumplimiento.

4.2 Responsabilidad Patrimonial del Deudor.

El deudor está en el deber de cumplir con sus obligaciones según lo pactado. Sin embargo, como no es permitido la privación de libertad por deuda, éste puede cumplir con su patrimonio; por tanto el patrimonio del deudor con algunas excepciones establecidas por ley, responde al cumplimiento íntegro, fiel y oportuno de la obligación; a causa de esta los bienes del deudor quedan sujetos al deber que tiene éste de pagarla. En este caso se habla de garantía general del patrimonio del deudor a sus obligaciones.

Se habla de una garantía porque el patrimonio del deudor está asegurado que si no voluntariamente, cuando menos forzadamente o por equivalencia se cumplirá su obligación. Si el deudor no cumple, el acreedor tiene el derecho de hacer embargar los bienes del deudor para pagarse la deuda y de la indemnización de perjuicios si hay lugar a ella.

En este caso se habla de garantía general para distinguirla de las específicas en que queda afectado un bien determinado del deudor al cumplimiento, como el caso de la prenda y la hipoteca.

La garantía general y la específica se diferencian en tres aspectos fundamentales:

a. La garantía general recae sobre la universalidad de los bienes del deudor, pero no en uno determinado; en la prenda y la hipoteca que afecten a un bien particular, no excluye la garantía general, para el caso de que la cosa específica gravada al ser realizada no alcance  a cubrir íntegramente la deuda.

b. Puede existir garantía específica sin garantía general, cuando el bien hipotecado está en manos de un tercero ajeno a la deuda. Este solo responde con el bien específico adscrito a la garantía de manera que si el bien al ser subastado no alcanza a pagar la deuda íntegra, el tercer poseedor no tiene ninguna responsabilidad ulterior.

c. La prenda e hipoteca dan al acreedor, la facultad de perseguir los bienes en que consisten dichas garantías en manos de quien estén, lo que no ocurre con la garantía general.

La responsabilidad patrimonial del deudor está consagrada en el artículo 2092 del Código Civil según el cual “Todo el que se haya obligado personalmente, queda sujeto a cumplir su compromiso con todos sus bienes muebles e inmuebles presentes y futuros”.

El derecho de prenda sobre el patrimonio del deudor es efecto inevitable de la existencia de una obligación personal; para adquirirlo no es necesario tratar con el deudor capaz de enajenar, basta con un deudor capaz de obligarse.

A pesar del alcance del artículo 2092 del Código Civil, hay un gran número de bienes que son inembargables y que el deudor pueda conservar sin pagar sus deudas.

La inembargabilidad de algunos bienes pueden estar determinados por la ley o por actos privados.

Los bienes inembargables por actos privados, son aquellos casos en que la ley autoriza la inalienabilidad temporal de ciertos bienes tales como:

a. Bajo el régimen dotal en cuanto a los bienes comprendidos en la dote.

b. En casos de donaciones en que los artículos 1048 y siguientes del Código Civil permitan las sustituciones.

c. En las donaciones y testamentos, cuando el disponente declara inalienable los bienes que ha donado o legado.

Los bienes inembargables por la ley están contemplados claramente en los artículos 592 y 593 del Código de Procedimiento Civil dominicano, los cuales se transcriben a continuación.

Art. 592. No podrán ser embargados: 1o. los objetos que la ley declara inmueble por destinación; 2o. el lecho cotidiano de las personas embargadas y de los hijos que habiten con ellas y las ropas del preciso uso de los mismos; 3o. los libros relativos a la profesión del embargado, elegidos por éste y que alcancen hasta el valor de trescientos pesos; 4o. las máquinas y aparatos dedicados a la enseñanza, a la práctica o al ejercicio de ciencias y artes, hasta el valor de la suma de trescientos peso, elegidos por la persona embargada; 5o. los equipos de los militares, conforme a su grado y según ordenanza; 6o. los instrumentos de los obreros, necesarios para el arte u oficio a que puedan estar dedicados; 7o. los granos, harinas y géneros para la mantención del embargado y de su familia durante un mes; 8o. en fin, una vaca, tres ovejas o dos cabras, a elección del embargado, con la paja, Hierba o forraje y granos necesarios para el pesebre, o su sostenimiento durante un mes.

Art. 593.- Los objetos expresados en el artículo anterior, no podrán ser embargados ni aún por créditos del Estado, salvo cuando sea por causa de alimentos proveídos a la parte embargada, o por sumas debidas a los fabricantes o vendedores de los dichos objetos, o a aquel que hubiere prestado el dinero para comprarlos, fabricarlos o repararlos; por arrendamientos y cosechas de las tierras en cuya cultura se haya empleado; por alquileres de fábricas, molinos prensas, aparatos de fábricas de que dependan, y alquileres de los lugares destinados a morada del deudor. Los objetos especificados en el número segundo del artículo precedente no podrán embargarse por ninguna clase de créditos.

4.3 Carácter y Extensión de la Garantía General.

Interpretando el artículo 2092 del Código Civil dominicano, se puede afirmar que toda obligación personal da al acreedor el derecho a perseguir su ejecución sobre todos los bienes del deudor que sean embargables, sean presentes o futuros. 

“Los acreedores pueden exigir que se vendan todos los bienes del deudor que sean embargables hasta concurrencia de sus créditos, intereses y coartas para que con el producto de su enajenación se satisfagan sus créditos”.

La garantía general presenta tres características fundamentales: es universal e ilimitada, es igualitaria y confiere una serie de derechos al acreedor. La universalidad consiste en que el derecho de garantía general se enfoca sobre el patrimonio del deudor y no sobre bienes determinados de éste.

Recae sobre la totalidad de los bienes y por eso se le llama responsabilidad patrimonial universal del deudor. Por tratarse del patrimonio del deudor y no de bienes específicos, éste conserva sus derechos de administración y disposición del patrimonio y de los elementos que lo integran, sin que por regla general los acreedores tengan medios para impedir sus actos respecto a su activo y pasivo; el deudor puede enajenar sus bienes, porque a los acreedores le responden sólo los bienes existentes al momento de exigir el cumplimiento de la obligación.

La garantía general a pesar de su universalidad tiene ciertas limitaciones, porque no tiene alcance a aquellos bienes que son inembargables y que quedan fuera de la persecución de los acreedores. El principio de igualdad de la garantía general consiste en que todos los acreedores tienen el derecho de ejecutar los bienes embargables del deudor. La responsabilidad patrimonial del deudor es la causa fundamental, que origina los derechos que la ley confiere al acreedor.

4.4 Derechos Adquiridos por la Extinción de la Obligación.

Al contraerse una obligación, el deudor queda compelido a su cumplimiento. El cumplimiento de una obligación se efectúa con el pago siendo este el motivo de extinción de la misma.

Las diferentes formas de extinción de las obligaciones están contenidas en el artículo 1234 del Código Civil Dominicano, según el cual:

Se extinguen las obligaciones: por el pago, por la novación, por la quita voluntaria, por la compensación, por la confusión, por la pérdida de la cosa, por la nulidad o la rescisión; por efecto de la condición resolutoria y por la prescripción.

El pago es la causa más común de extinción de una obligación y se define como: “el cumplimiento efectivo de las obligaciones, la prestación de la cosa o del hecho debido, pagar en lenguaje jurídico, no es solamente entregar una suma, sino también cumplir las obligaciones cualquiera que sea su objeto”.

En la mayoría de los casos, la obligación genera deberes al deudor y derechos al acreedor, sin embargo existen ciertas prerrogativas que la ley concede al deudor.

Cuando existe solidaridad entre varios deudores, cada uno puede responder por la parte que le corresponde si la obligación es divisible; de manera que según el artículo 1214 del Código Civil: “El codeudor de una deuda solidaria que la ha pagado por entero no puede repetir contra los otros sino la parte y porción de cada uno. Si uno de ellos es insolvente la pérdida que ocasiona su insolvencia se reparte a prorrata entre los demás codeudores solventes y el que ha hecho el pago”. Con esto se interpreta que el deudor solidario que ha hecho el pago por los demás, tiene el derecho a librarse de la obligación y reclamar a los codeudores la parte que ha pagado por ellos.

El deudor queda libre de la obligación cuando la deuda es de un objeto y éste ha sido entregado como lo establece el artículo 1245 del Código Civil según el cual: “El deudor de un objeto cierto y determinado queda libre por la entrega de una cosa en el estado en que se encuentre en el momento de entregarla, si los deterioros que en ella han sobrevenido no son causados por él ni por su causa, ni por la de las personas de las cuales es responsable, o si antes de los deterioros no estuviese en mora”.

Si el deudor tiene varias deudas cuyos objetos sean cosas de la misma naturaleza con la misma persona, y si paga al acreedor una suma insuficiente para extinguir todas ellas, debe decidirse a cual deuda se imputará ese pago, es decir determinar la deuda que debe considerarse extinguida con preferencia a las demás. La imputación puede hacerse: por el deudor, por el acreedor o por la ley.

La ley concede al deudor en primer lugar el derecho de hacer la imputación; al pagar puede declarar la deuda que pretende cubrir, amparado en el artículo 1253 del Código Civil  según el cual: “El deudor de muchas deudas tiene derecho a declarar cuándo paga, cuál es la que finiquita”.

Es considerado además como un derecho del deudor lo contemplado en el artículo 1256  del Código Civil como una forma de protección cuando el finiquito no expresa con claridad la aplicación; este artículo 1256 establece que: “Cuando el finiquito no expresa ninguna aplicación, debe imputarse el pago a la deuda que a la sazón conviniera más pagar al deudor, entre aquellas que igualmente estén vencidas; en otro caso, sobre la deuda vencida, aunque sea menos onerosa que aquellas que no lo estén aún. Si las deudas son de igual naturaleza, la aplicación se hace a la más antigua; y siendo en todo iguales, se hace proporcionalmente”.

La ley ofrece protección al deudor cuando el acreedor rehúsa recibir el pago propuesto por el deudor; este puede ejercer su derecho amparado en el artículo 1257 del Código Civil según el cual:

Art. 1257. “Cuando el acreedor rehúsa recibir el pago, puede el deudor hacerle ofrecimientos reales; y si rehúsa el acreedor aceptarlos, consignar la suma o la cosa ofrecida. Los ofrecimientos reales seguidos de una consignación, libran al deudor, y surten respecto de él efecto de pago, cuando se han hecho válidamente; y la cosa consignada de esta manera, queda bajo la responsabilidad del acreedor”.

Siendo la novación una forma de extinción de obligaciones, el Código Civil la trata en los artículos 1271 y siguientes; sin embargo en el artículo 1276 de manera específica se trata el derecho que adquiere un deudor por efecto de la novación; para ser más preciso en esta afirmación, se transcriben los artículos 1271 al 1281, en los cuales se establecen derechos adquiridos por los deudores como consecuencia de la aplicación de la novación.

Art. 1271.- La novación se hace de tres maneras: 1a. cuando el deudor contrae una nueva deuda con el acreedor que sustituye a la antigua, quedando ésta extinguida; 2a. cuando se sustituye un nuevo deudor al antiguo, que queda libre por el acreedor; 3a. cuando por efecto de un nuevo compromiso se sustituye un nuevo acreedor al antiguo, respecto al cual el deudor se encuentra libre.

Art. 1272.- La novación no puede efectuarse sino entre personas capaces de contratar.

Art. 1273.- La novación no se presume; es menester que la voluntad de hacerla resulte claramente del acto.

Art. 1274.- La novación por la sustitución de un nuevo deudor puede efectuarse sin el concurso del primer deudor.

Art. 1275.- La delegación por la cual un deudor da al acreedor otro deudor que se obliga respecto del acreedor, no produce la novación, si el acreedor no ha declarado expresamente que quería dejar libre al deudor con quien hace la delegación.

Art. 1276.- El acreedor que dejó libre al deudor por quien se hizo la delegación, no puede recurrir contra éste, si el delegado llega a ser insolvente, a menos que el acto no contenga una reserva expresa, o que el delegado no estuviere en quiebra manifiesta, o cayese en insolvencia en el momento de la delegación.

Art. 1277.- La simple indicación hecha por el deudor de una persona que debe pagar en su lugar, no produce novación. Sucede lo mismo con la simple indicación que haga el acreedor, de una persona que debe recibir en lugar suyo.

Art. 1278.- Los privilegios e hipotecas del antiguo crédito no pasan al que le ha sustituido, a menos que el acreedor se los haya reservado expresamente.

Art. 1279.- cuando la novación se verifica por la sustitución de un nuevo deudor, los privilegios e hipotecas primitivas del crédito no pueden trasladarse a los bienes del nuevo deudor.

Art. 1280.- Cuando la novación se verifica entre el acreedor y uno de los deudores solidarios, los privilegios e hipotecas del antiguo crédito no pueden reservarse sino sobre los bienes del que contrae la nueva deuda.

Art. 1281.- Por la novación hecha entre el acreedor y uno de los deudores solidarios, quedan libres los codeudores. La novación hecha con respecto al deudor principal, libra a los fiadores. Sin embargo, si ha exigido el acreedor en el primer caso, el consentimiento de los codeudores, o en el segundo el de los fiadores, el antiguo crédito subsiste, si los codeudores o los fiadores rehúsan conformarse con el nuevo acomodo.

Cuando la extinción de la obligación es consecuencia de la pérdida de la cosa debida, el Código Civil establece en su artículo 1302 ciertas prerrogativas para el deudor por la extinción de la obligación. A continuación se transcribe el artículo 1302 del Código Civil.

Art. 1302.- Cuando la cosa cierta y determinada que era objeto de la obligación perece, queda fuera del comercio, o se pierde de modo que se ignore en absoluto su existencia, queda extinguida la obligación si la cosa ha fenecido o ha sido perdida sin culpa del deudor, y antes que fuera puesto en mora. Si el deudor está puesto en mora, y no se ha obligado para los casos fortuitos, queda extinguida la obligación en el caso en que la cosa hubiera igualmente perecido en poder del acreedor, si le hubiese sido entregada. Está obligado el deudor a probar el caso fortuito que alegue.

De cualquier modo que haya perecido o desaparecido la cosa robada, su pérdida no dispensa al que la ha sustraído de restitución de su valor.
CAPÍTULO V

Derechos del acreedor
5.1 
Medidas Conservatorias.

“Son aquellas que tienen por objeto mantener intacto el patrimonio del deudor, evitando que salgan de su poder los bienes que lo conforman, a fin de hacer posible el cumplimiento de la obligación”
.

En el fondo no hay otro requisito que quien la solicita tenga interés en ella. Y lo tendrá cuando sea acreedor. El interés proveerá de alguna circunstancia cualquiera que amenace o haga peligrar la posibilidad de cobrar el crédito, ya sea por que existe el temor de perdida o disposición de ciertos bienes o determinadas circunstancias que amenacen la solvencia del deudor o atentan al cumplimiento.

Las medidas precautorias suponen la existencia de un juicio ya iniciado o por entablarse  (prejudiciales precautorias). Este precepto menciona el secuestro de la cosa que es objeto de la demanda; el nombramiento de uno o más interventores, la retención de bienes determinados y la prohibición de celebrar actos o contratos de bienes determinados.

Las medidas precautorias suponen en todo caso que ya el acreedor ha puesto en marcha, o lo hará en breve, sus acciones para obtener el cumplimiento u otro amparo a su derecho, y tiende a prevenir que este quede burlado por los actos del demandado en el juicio.

Ambas medidas inciden ya en el cumplimiento forzado y tienden a garantizar la efectividad de este.

5.1.1 La Guarda y Oposición de Sellos.

Es una de las más típicas medidas de Conservación que reglamenta la ley; y es una  circunstancia externa, el fallecimiento del deudor, lo que pone en peligro el patrimonio sujeto a la garantía general.

Para asegurarlo faculta a todo el que tenga interés en ello, o se presuma que pueda tenerlo para pedirlo a juez al momento de abrirse una sucesión, que los muebles y papeles de esta se guarden bajo llave y sello hasta que se proceda al inventario solemne de los bienes y efectos hereditarios. 

Además de los posibles herederos, es evidente que tienen interés en la sucesión los acreedores del difunto, muy interesados en que no desaparezcan los bienes de la herencia.

5.1.2 Asistencia a la Confección de Inventario Solemne.

Son numerosas las situaciones en que el legislador como medida de seguridad exige la confección de inventario solemne. Reglamenta la forma de otorgarlo, complementado con las normas  que da para casos específicos.

5.2.
La Acción Oblícua.

“Se denomina acción oblicua no una acción particular dada al acreedor, sino toda acción perteneciente al deudor cuando es ejercitada, en nombre de aquel, por el acreedor”.

El acreedor dispone de varios medios para evitar la insolvencia del deudor y preservar su garantía o prenda genérica: puede cumplir actos conservatorios; tiene la posibilidad de ejercer, por vía oblicua, las acciones que descuide intentar su deudor; por ultimo tiene el derecho de impugnar, por medio de la acción pauliana, los actos que haya hecho el deudor en fraude de los derechos de aquel.

El articulo 1.166 del código civil permite al acreedor ejercer los derechos y acciones de su deudor; pero parece que el alcance de la formula debe ser limitado exclusivamente a las acciones y a las vías de ejecución. Entre las acciones se encuentran exceptuadas aquellas que estén unidas exclusivamente a la persona; es decir, las acciones extrapatrimoniales, sobre todo las acciones del estado civil y las acciones patrimoniales que impliquen, por parte de quien las ejercite, una apreciación de orden moral; la solución debe ser diferente, pese las vacilaciones de la jurisprudencia, para las acciones tendientes a la reparación del daño de orden pecuniario causado a la integridad física. Por otra parte, se le niega al acreedor el derecho de entablar las acciones que se refieran a los derechos inembargables.

5.2.1 Requisitos de la Acción Oblícua:

Para que los acreedores puedan sustituirse a su deudor para ejercer por sus derechos y acciones deben concurrir los requisitos siguientes: 

1- Requisitos del acreedor que ejerce la acción oblícua.

Como toda persona que ejerce una acción debe tener interés en ello. 

El acreedor tendrá interés cuando la negligencia del deudor quede comprometida su solvencia. Es evidente que si el deudor es solvente, no procede el ejercicio de la Acción Oblicua, cualquiera que sea la magnitud e importancia de los derechos que el deudor deja de hacer valer. Si igual se va a pagar de su crédito el acreedor carece de todo interés, y su actuación seria una mera instrucción en las cosas ajenas.

2- Requisitos del crédito del acreedor que ejerce la acción oblicua. 

En principio el acreedor, debe ser puro y simple, ya que se exige que su crédito sea cierto y exigible. La certidumbre y exigibilidad eliminan al acreedor condicional suspensivo que tiene derechos y solo puede impetrar medidas conservativas, y el plazo obsta  a la exigibilidad, a menos que se trate de un caso de notoria insolvencia que, hace caducar el plazo.

Si el crédito en que se sustituye el acreedor al deudor es muy superior al suyo, pues hay quienes sostienen que la acción oblicua solo puede llegar al monto del crédito del acreedor, quien no tendría interés en el excedente. Por cuanto el acreedor, no esta cobrando su crédito, sino incrementando la masa a la que deberá concurrir con todos los demás acreedores sin preferencia alguna. 

En la acción oblicua la fecha del crédito nada tiene que ver  con la de los derechos del deudor que ejercita el acreedor.  

3. Requisitos del Deudor: 

Uno es fundamental: debe ser negligente en el ejercicio de sus derechos y acciones.

La negligencia debe probarla el acreedor, pero no es necesario que constituya previamente en mora al deudor, sin embargo, de toda conveniencia emplazar al deudor para evitar discusiones posteriores sobre el efecto de acción a su respecto.

4. Requisitos de los derechos y acciones que se ejercen por cuenta del deudor.

Estos derechos y acciones deben ser patrimoniales, ya que el objeto que persigue el acreedor es incrementar el patrimonio en que podrá ejecutar la obligación. Ningún interés puede tener en los que no tengan significación pecuniaria. Tales derechos y acciones deben existir; no podría el acreedor establecer contratando por cuenta del deudor. Deben referirse a bienes embargables por que en caso contrario, aun cuando ellos se hicieron ingresar al patrimonio del deudor, sus acreedores no podrán después perseguirlos. 

Finalmente como lo señala el art. 1.166 del código civil Dom. Sin embargo, los acreedores pueden ejercitar todos los derechos y acciones correspondientes a su deudor, con excepción de los exclusivamente peculiares a la persona.

5.2.2 Efectos de la Acción Oblícua:

Ellos derivan  del hecho de que los acreedores no ejercen una acción propia, sino las del deudor y por cuenta de este. 

1. El deudor del deudor negligente, esto es, el demandado por la acción oblicua puede oponer las mismas excepciones que le correspondían si es demandado por su propio acreedor. 

2. Es muy discutible que la acción oblícua ejercitada por el acreedor negligente, produzca cosa juzgada respecto de este, por lo que es recomendable emplazarlo siempre;

3. La acción oblícua no requiere una calificación judicial previa; en el mismo juicio en que se ejerce se determinara su procedencia, si ella es impugnada, pues sino se cumplen los requisitos legales, el demandante carecerá de legitimación para obrar en el juicio,

4. Finalmente el ejercicio de la acción oblicua no beneficia exclusivamente al acreedor que la ejerció, sino a todos ellos.

5.3 La Acción Pauliana

La acción pauliana o revocatoria es la que la ley concede a los acreedores  para dejar sin efecto los actos del deudor ejecutados fraudulentamente y en perjuicio de sus derechos, y siempre que concursan los demás requisitos legales.

Se la llama pauliana porque se le atribuye al pretor Paulo, aunque se ha sólido controvertir el punto;  en todo caso, su origen  es romano, donde incluso se la concebía como un verdadero delito.

Se le llama revocatoria, por que su objeto es revocar, dejar sin efectos los actos ejecutados fraudulentamente por el deudor para disminuir su garantía general ante los acreedores.

El estudio de esta se hará a través de tres secciones destinadas al concepto y naturaleza jurídica de la acción pauliana, los requisitos y los efectos, respectivamente.

El artículo 1167 del Código Civil Dominicano dispone que puedan también impugnar, en su propio nombre, los actos ejecutados por su deudor en fraude de sus derechos.

El deudor queda inhibido de efectuar acto alguno respecto de los bienes a que se extiende la quiebra ó de que ha hecho sección.

En cuanto a los actos ejecutados antes de sección de bienes a la apertura del concurso (declaración de quiebra). Con la declaración de quiebra los acreedores atajan todos los actos del deudor que los puedan perjudicial, pero es posible de que antes que ella llegue, el deudor haya efectuado algunos actos de mala fe con el exclusivo afán de burlar a sus acreedores. La posible negligencia del deudor, que puede privar a los acreedores de bienes que debieron ingresar a su patrimonio.

La situación mas grave es que; el deudor maliciosamente ejecuta actos destinados a perjudicial a la garantía general que sobre su patrimonio tienen los acreedores.

No se trata ya de enriquecerlo, sino de empobrecerlo intencionalmente, por ejemplo; dona todos sus bienes a un tercero no quedando en que hacer efectivos los créditos de los acreedores.

5.3.1 Naturaleza Jurídica de la Acción Pauliana

La naturaleza jurídica de la acción pauliana es considera como; una acción de nulidad, una de indemnización de perjuicios, y como una inoponibilidad.

1.- Acción de Nulidad: La nulidad opera retroactivamente y afecta a todo el acto; en cambio, la revocación deja sin efecto el acto ó contrato solo en la parte que perjudique a los acreedores pero queda subsistente en los demás.

Es efectivo también que en la acción pauliana concurra una serie de dolo, ese dolo que toma el nombre de fraude pauliano; pero el dolo como causal de nulidad es un vicio del consentimiento y puede ser invocado por la parte que ha sido perjudicada.

2.- Acción Indemnizatoria: El fraude pauliano, como acto ilícito que es, daría lugar a la obligación de indemnizar los perjuicios de los que han intervenido en el, solo que la reparación adopta una forma especial, dejar sin efecto el acto ilícito, es la tesis de Planiol.

3.- Inoponibilidad: Es una forma de reparar el perjuicio lo que se logra con la acción pauliana, pero en ella afecta al adquiriente a titulo gratuito, aunque no este de mala fe. Respecto de este no hay acto ilícito y, sin embargo, procede la acción revocatoria.

5.3.2 Requisitos de la Acción Pauliana

Para que prospere la acción pauliana deben cumplirse varios requisitos.

1.- Actos que pueden ser atacados por la acción pauliana: Se reconoce a la acción pauliana un campo amplio de acciones, pero siempre que se trate de actos voluntarios del deudor; no podrían impugnarse por esta vía aquellos efectos jurídicos que se producen sin intervención de la voluntad del deudor.

En cambio todos los actos, sean unilaterales ó bilaterales, contratos unilaterales ó bilaterales, donaciones, renuncias de derechos etc. Pueden ser atacados por la acción pauliana. El pago mismo puede ser fraudulento siempre que no se trate de una deuda vencida. Las correcciones otorgadas por el deudor también quedan incluidas si son fraudulentas.

2.- Inoponibilidad en que se han otorgado los actos impugnados: Para ejercer la acción revocatoria no es necesaria la previa declaración de quiebra del deudor. La acción pauliana, que esta se refiere únicamente a los actos ejecutados por el deudor antes de la declaración de quiebra.

3.- Requisitos del Acreedor: El acreedor que entable acción pauliana debe tener interés, y lo tendrá cuando el deudor sea insolvente, por que si tiene bienes más que suficientes para satisfacer a sus acreedores, no podrá prosperar la pretensión de revocar sus actos.

4.- Requisitos en el deudor: El Fraude Pauliano: El deudor debe ser fraudulento, esto es ejecutar ó celebrar el acto ó contrato con ánimo de perjudicar a sus acreedores; es una especie de dolo ó mala fe, pero de carácter especial, ya que no es el que vicio el consentimiento, y más se asemeja al que concurre en los actos ilícitos, en el delito civil.

En efecto, ni el dolo ni la mala fe se presumen, por lo cual esta prueba es de cargo de los demandantes paulianos.

5.3.3 Efectos de la Acción Pauliana

El efecto que produce la acción pauliana, es invalidar el acto impugnado hasta el monto en que perjudique al acreedor ó acreedores que han intentado la revocación.

En Consecuencia

1. Como toda sentencia es de efecto relativo, la revocación solo beneficia al ó a los acreedores que intentaron la acción pauliana.

2. Los efectos de la revocación varían según el acto de que se trate; así si se trata de una enajenación quedara total ó parcial sin efecto y el adquiriente perderá la cosa de que se trate.

3. En virtud de la revocación vuelve al patrimonio del deudor los bienes que habían salido de el, y en consecuencia, podrán en ellos ejecutar sus derechos los acreedores, embargándolos y sacándolos a remate.

4. La acción pauliana, si no tiene otro objeto para el acreedor que prepara su ejecución sobre los bienes recuperados para el deudor, puede ser atajado por el adquiriente pagándole su crédito al demandante.

5. Cuando tiene por objeto la recuperación de alguna cosa enajenada, nace para el adquiriente afectado por ella la obligación de restituir.

5.4 El Cumplimiento Forzado:

Por su carácter de vínculo jurídico, el cumplimiento no queda a la voluntad del deudor; este debe cumplir, y si no lo hace, el acreedor tiene el derecho al amparo del Estado para que lo pueda hacer.

El órgano del Estado llamado a imponer el cumplimiento del deudor con el acreedor en amparo de su derecho al cumplimiento. El acreedor deberá probarle la existencia de la obligación. Esta probanza es de su cargo.

El acreedor deberá establecer la deuda en juicio contradictorio, que terminara reconociendo o negando la existencia de la deuda. Desde el momento en que el acreedor obtiene una sentencia favorable, goza del amparo estatal para forzar el cumplimiento.

Los títulos ejecutivos son los que permiten obtener el cumplimiento forzado o co-activo de la obligación por medio del juicio ejecutivo.

Para que la Ejecución sea Posible, es Necesario: 

1. La existencia del titulo ejecutivo: Si el acreedor carece de titulo ejecutivo debe demandar primero para que se declare la existencia de la obligación. Si goza del titulo ejecutivo, no tiene necesidad de que la obligación se declare previamente y pueda demandar directamente en juicio ejecutivo.

2. Que la ejecución sea posible: Nada obtendrá el acreedor con su titulo ejecutivo si el cumplimiento en naturaleza es imposible, como si por ejemplo sea destruida la cosa debida.

3. Que la deuda sea liquida y actualmente exigible: El juicio ejecutivo es el procedimiento singular de cada acreedor para obtener el cumplimiento forzado.

5.4.1 Aspecto Sustantivo del Cumplimiento Forzado

El cumplimiento forzado es un pago; por acción ejecutiva es justamente la ejecución forzada individual, el pago por cesión de bienes que se aplican al embargo de los bienes por acción ejecutiva del acreedor o acreedores. 

El cumplimiento forzado, tanto singular como colectivo de los acreedores, es una consecuencia de su garantía general sobre el patrimonio embargable del deudor. En el embargo de los bienes del deudor, la privación de que este es objeto de ellos para venderlo en pública subasta y hacer pago al acreedor con el producto de esta, lo que suele llamar derecho de “expropiación” del acreedor.

El cumplimiento forzado tiene modalidades especiales aun en las obligaciones de dar y en las obligaciones de hacer especialmente para determinar cuando procede y como se lleva a cabo.

5.4.2 Cumplimiento Forzado de la Obligación  de Dar.

En esta clase de obligación será posible la ejecución forzada, a menos que tratándose de que cosas infungibles ya no existan.

Conviene distinguir las obligaciones de especies o cuerpo cierto. Estas obligaciones derivan de la circunstancia de que la cosa debida es única, no tiene reemplazo, y por eso lleva envuelta para el deudor la obligación de conservar la especie o cuerpo cierto hasta la época del cumplimiento.

Debe pagarse la cosa debida y no otra. Esta característica impone en el cumplimiento de la obligación una indivisilidad de pago, pues la entrega debe efectuarse, en caso de haber varios deudores, quien posee la especie o cuerpo cierto.

5.4.3 El Embargo y la Inembargabilidad:    

El embargo es una medida de prevención de carácter procesal, distinto a poner en resguardo los bienes del deudor  para poder garantizar su crédito, cuando el juicio ejecutivo llegue a esta etapa, produce también importantes efectos civiles.

Mediante el embargo los bienes son retirados del poder del deudor y entregado  a un  depositario provisional. 

En el embargo el deudor no queda privado de su derecho de dominio; pierde únicamente la facultad de administración que pasa al depositario provisional, y de disposición. En esto consiste la protección que al ejecutante otorga el embargo impedir que sea burlado en sus derechos mediante el curso del juicio y asegurar que las especies embargadas estén disponibles al tiempo de rematarse. 

Pero con el embargo no priva de sus derechos al deudor, este puede liberar sus bienes antes de verificarse el remate, pagando los deudos y las costas, por igual razón puede sustituir el embargo por una cantidad suficiente para el pago de la deuda y sus costos siempre, que el embargo no recaiga en la especie o cuerpo cierto debido.

El embargo por si solo no otorga privilegio alguno al deudor que lo traba, y no impide la concurrencia de otros acreedores a los mismos bienes embargados; pero el acreedor que obtiene el remate primero  y se hace pago habrá ganado la carrera de los acreedores tras los bienes del deudor que son insuficientes para cumplir  a todos ellos.

5.4.4 Cumplimiento Forzado en las Obligaciones de Hacer.

La ejecución forzada presenta mayores dificultades tratándose de las obligaciones de hacer, por que si el deudor puede ser fácilmente privado de sus bienes o las especies adeudadas, no hay forma de compelerlo a la fuerza a hacer algo; procederá únicamente cuando se trate de obligaciones de hacer fungibles, usando el termino en el sentido de que el hecho pueda ser realizado por otra persona en lugar del deudor.

5.4.5 El Procedimiento Ejecutivo en las Obligaciones de Hacer y no Hacer da al Acreedor un Doble Derecho: 

1. Tiene siempre derecho a la indemnización moratoria, o sea, a la que corresponde por la no ejecución oportuna del hecho.

2. En cuanto a la obligación misma no cumplida, le otorga optativamente un triple derecho. 

A. Que se apremie al deudor para que cumpla;

B. Que le autorice hacer ejecutar la obligación por un tercero a expensa del deudor;

C. Que se indemnice los perjuicios compensatorios.

Para gozar de estos derechos es previo que el deudor de una obligación de hacer sea constituido en mora. 

Si la obligación es de hacer y el deudor se constituye en mora, podrá  pedir el acreedor, junto con su indemnización de la mora, cualquiera de estas tres cosas, a elección suya.

5.4.6 Apremio al Deudor   

Cuando se pida apremio contra el deudor, podrá el tribunal imponerle arresto hasta por 15 días o multa proporcional, y repetir estas medidas para obtener el cumplimiento  de la obligación.

El apremio cesara si el deudor paga las multas y rinde caución suficiente para responder de todos los perjuicios del acreedor.

Caución: deposito de dinero o valor, efectuado como prenda para servir de garantía por créditos eventuales.   

5.4.7 Ejecución por un Tercero a Expresa del Deudor.

El acreedor puede prescindir del apremio y pedir que le autorice al mismo para ejecutar la obligación por un tercero a expensa del deudor.

Si es posible el cumplimiento forzado, hay que distinguir, de acuerdo a las reglas generales, si el acreedor goza o se ha procurado un titulo ejecutivo, o no, si la deuda no consta en un titulo ejecutivo, deberá previamente el acreedor establecerla en juicio declarativo a menos que consiga preparar la vida ejecutiva.

Si el acreedor tiene u obtiene un titulo ejecutivo, y concurren los demás legales de la ejecución de acuerdo a la naturaleza de la obligación  de hacer.

Si el hecho consiste en la suscripción  de un documento o en la constitución de una obligación por el deudor.

Tratándose de una obra de material, se requiere al deudor para que cumpla su obligación.

Y de ser ello posible, el acreedor podrá ejercer el derecho de ejecución por un tercero a expensa del deudor. En caso de que el deudor no proporcionara los fondos para la ejecución, se embargarán y rematarán bienes suficientes de aquel en la misma forma que en la obligación de dar.

5.4.8 Indemnización Compensatoria:   

El acreedor deberá recurrir a ella cuando no le ha sido posible obtener el cumplimiento, aun recurriendo a los medios antes señalados; puede solicitar la indemnización compensatoria aun cuando fuere posible el cumplimiento forzado en naturaleza. El acreedor sólo puede pedir la indemnización si no es posible el cumplimiento en naturaleza: la indemnización debe establecerse en juicio declarativo, una vez acogida en la sentencia procederá la ejecución.

5.4.9 Cumplimiento Forzado de la Obligación de No Hacer. 

La infracción de la obligación de no hacer presenta particularidades, por que se traduce en deshacer lo hecho siempre que sea posible y necesario. El cumplimiento forzado de la obligación negativa obliga a distinguir tres situaciones: 

a) Caso en que se puede y es necesario deshacer lo hecho.

Pudiendo destruirse la cosa hecha y siendo necesaria su destrucción para el objeto que se tuvo en mira al tiempo de celebrar el contrato, será el deudor obligado a ella, o autorizado el acreedor para que la lleve a efecto a expensa del deudor.

b) No es necesario deshacer lo hecho.

Para que pueda procederse a deshacer lo hecho se exige que la destrucción sea necesaria para el objeto que se tuvo en mira al tiempo de celebrar el contrato. Si dicho objeto puede obtenerse cumplidamente por otros medios, en este caso será oído el deudor que se llame a presentarlo.

c) Casos en que no pueda deshacer lo hecho.

Si no puede ya deshacer lo hecho, al acreedor no le quedara otro camino que pedir la indemnización de perjuicios. Toda obligación de no hacer una cosa se resuelve en la de indemnizar los perjuicios, si el deudor contraviene y no puede deshacerse lo hecho.

Conclusiones
La teoría de las obligaciones existe desde tiempos remotos, pero se pueden afirmar que su mayor grado de perfección lo alcanza en la legislación romana.

Las conquistas del imperio romano sobre las demás civilizaciones de la época, trajeron como consecuencia la imposición de su cultura; en ese sentido se observa la gran relación existente entre la regulación romana y la francesa y española. Por la misma razón la legislación dominicana está íntimamente relacionada con la legislación francesa y española como consecuencia de la conquista y colonización del continente americano por países europeos a partir del 1492.

Las obligaciones que contrae una persona tienen necesariamente un origen. Desde la época romana se han identificado varias fuentes generadoras de obligaciones, estas son: los contratos, los delitos, los cuasi contratos y los cuasi delitos.

La fuente más importante de generación de obligaciones es “los contratos”, los cuales se clasifican atendiendo a diferentes factores: De esta manera y comparado por antitesis tenemos onerosos y gratuitos; conmutativos y aleatorios; principales y accesorios; instantáneo y de tracto sucesivo; consensual y real; formal o solemne, no formal; privado y público; por último nominados e innominados. Caeda una de estas clasificaciones tiene sus propias características, pudiendo un mismo contrato tener varias características de manera simultánea.

Después de generarse las obligaciones, de cualquiera de las fuentes que las originan, estas se clasifican atendiendo a diferentes aspectos como son: el origen, la eficacia, el objeto, el sujeto y el efecto. En este orden y comparadas por antitesis  al igual que los contratos, tenemos: las obligaciones: contractuales y extracontractuales; civiles y naturales; simples y conjuntas; de dar, de hacer y no hacer; positivas y negativas, patrimoniales y extrapatrimoniales, reales  y ordinarias; determinadas y de prudencia y por último, morales y jurídicas. Cada par de obligaciones comparadas por oposición tiene características particulares, pudiendo cualquiera de ellas tener varias características a la vez.

Cuando surge una obligación independientemente de la fuente que la origine, la misma involucra a dos partes que son deudor y acreedor; cada una de estas partes contrae deberes y derechos según la fuente que genera la obligación.

El deudor obviamente contrae más deberes que los derechos de que disfruta. Sus derechos mayormente los genera el pago que es la forma más común de extinción de una obligación.

El deudor es totalmente responsable de sus obligaciones, debiendo cumplirla fielmente según lo pactado, precisamente por esta razón el deudor al contraer una obligación, compromete su patrimonio (con la excepción que otorga la ley) para responder con él, al cumplimiento de la obligación en caso de violación a lo establecido en el pacto.

Sin embargo, a pesar de que el deudor contrae carga mayor sobre cumplimiento de deberes, la ley le concede algunos derechos, los cuales puede hacer valer cuando sea atacado indebidamente por su acreedor.

Los derechos del deudor, aunque son muy limitados en comparación con los derechos del acreedor, están contemplados en la legislación vigente, se puede destacar: el artículo 592 del Código de Procedimiento Civil, que describe los bienes que no podrán ser embargados.

De la misma manera, el Código Civil Dominicano contempla una serie de prerrogativas al deudor; el artículo 1256 concede al deudor el derecho de decidir a cuál deudor aplicar el finiquito, cuando este no alcanza para saldar todas las  deudas y sea por elección del deudor según el art. 1253 del Código Civil, o por el derecho que le da el artículo 1256, ya mencionado.

Además el deudor disfruta del derecho de consignación establecido en el Art. 1257 del Código civil, así como lo contemplado en los artículos 1271 al 1281 del Código Civil, donde se regula la extinción de la obligación a través de la novación.

 El acreedor es la persona a quien la ley le concede los mayores privilegios y por tanto disfruta de mayor cantidad de derechos; los cuales pueden reducirse a los siguientes: derechos de exigir hasta donde sea posible, el derecho de ejercer ciertas acciones destinadas a conservar intacto el patrimonio del deudor considerado como prenda del acreedor y el derecho de obtener una indemnización en efectivo conocida como daños y perjuicios en caso de incumplimiento o retraso en la ejecución. De esta manera el acreedor está facultado legalmente a ejercer una serie de acciones sobre su deudor con el propósito de garantizar el cumplimiento de la obligación. El ejercicio de cada uno de los derechos del acreedor ya mencionados está sujeto a una serie de reglamentaciones cuya inobservancia puede invalidar los mismos.

Recomendaciones
Después de haber analizado los derechos del deudor y del acreedor como consecuencias de obligaciones contraídas a la luz de nuestra legislación actual, consideramos pertinente hacer las siguientes recomendaciones:

1. Presentar los contratos con un tipo de letra que permita a las partes leerlos en su totalidad, para evitar compromisos inconscientes como consecuencia de firmar el contrato sin conocer todos sus detalles.

2. Destacar de alguna manera en el contrato aquellas cláusulas que penalizan al deudor de manera que éste sin necesidad de leer el contrato en su totalidad pueda observar de manera rápida y sencilla los niveles del compromiso que contrae.

3. presentar al final de cada contrato una síntesis del articulado del Código Civil, Código de Procedimiento Civil u otras leyes que establecen los derechos tanto del deudor como del acreedor según el tipo de obligación contraída con la firma de dicho contrato.

4. Establecer la figura del abogado de oficio en materia civil para aquellos casos en que sea necesario la defensa a deudor insolvente.
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